
  

 

 

 

 
 
 

 

Síntesis 

El 20 de febrero de 2020, el Ejecutivo Federal presentó ante el Senado de la República una iniciativa de 

reforma constitucional para realizar adecuaciones al funcionamiento del Poder Judicial de la Federación. 

Considerando que un aspecto fundamental para la independencia judicial es la configuración que tiene 

el gobierno y la carrera judicial y, a su vez, que este tema forma parte de la propuesta de reforma 

constitucional, el objetivo de este reporte es describir los siguientes aspectos relacionados con esta 

materia: órgano de gobierno judicial, formación judicial, carrera judicial y equidad de género, en los 

poderes judiciales de México, Uruguay, Chile y Costa Rica. 

 
 

_______________________ 

* Los contenidos de este reporte se desarrollan con apego a los principios rectores del IBD de relevancia, objetividad, 
imparcialidad, oportunidad y eficiencia, por lo que se configura, con rigor académico, una perspectiva técnica del objeto de 
estudio, ajena a cualquier posicionamiento político o partidista. La responsabilidad de los contenidos de la investigación es 
exclusiva de los autores, quienes agradecen los comentarios de dos lectores, investigadores del IBD, realizados sobre una 
versión preliminar del documento Los autores agradecen también que en la difusión e interpretación de los contenidos del 
estudio se tengan estas consideraciones. 
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1. LA INICIATIVA DE REFORMA AL PODER JUDICIAL

El 21 de octubre de 2019, en el marco del evento 

Reforma con y para el Poder Judicial, se inició el 

diálogo entre representantes del Senado de la 

República, la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación (SCJN) y el Consejero Jurídico del Ejecuti-

vo Federal para reformar conjuntamente el Poder 

Judicial de la Federación (Senado de la Repúbli-

ca1, 21/10/2019). 

En el encuentro, el ministro presidente de la 

SCJN, Arturo Zaldívar, indicó que el Poder Judi-

cial de la Federación (PJF) inició a principios de 

este año, un proceso de autorreforma centrado en 

los ejes de combate a las prácticas indebidas, for-

talecimiento a la carrera judicial, cercanía con las 

personas y paridad de género. A su vez, señaló 

su apertura para una reforma que fortalezca al PJF 

y que lo dote de mejores herramientas para servir 

a la sociedad. Por lo que se comprometió a hacer 

llegar al Senado, una propuesta de las reformas 

que, desde la perspectiva interna, son necesarias 

para continuar con la renovación del PJF (Senado 

de la República2, 21/10/2019). 

El 12 de febrero de 2020, el ministro 

presidente de la SCJN, presentó las propuestas de 

reforma al PJF, y manifestó que la SCJN y el 

Consejo de la Judicatura Federal (CJF) no 

requieren una reforma estructural, toda vez que 

ésta pondría en riesgo la independencia del PJF 

(Senado de la República, 12/02/2020).  

Cabe señalar que debido a que el PJF no tiene 

facultad para presentar iniciativas ante el 

Congreso de la Unión, la Iniciativa de Decreto por 

el que se reforman, adicionan y derogan diversas 

disposiciones de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos fue respaldada por el 

Ejecutivo Federal y presentada por este ante el 

Senado de la República el 20 de febrero de 2020.   

La iniciativa propone reformar los siguientes 

aspectos del PJF (Senado de la República, 

20/02/2020):  

1. Tribunales Colegiados de Apelación en 

sustitución de los Tribunales Unitarios de 

Circuito; 

2. Plenos Regionales en sustitución de los 

Plenos de Circuito; 

3. Fortalecimiento de la autorregulación de 

los órganos del PJF; 

4. Política jurisdiccional; 

5. Jurisprudencia por precedentes para la 

SCJN; 

6. Inamovilidad de juzgadores; 

7. Regulación de la carrera judicial en una ley 

distinta a la Ley Orgánica del Poder Judi-

cial de la Federación para todo el personal 

jurisdiccional; 

8. Criterios contradictorios entre las salas del 

Tribunal Electoral del PJF; 

9. Paridad de género; 

10. Escuela Federal de Formación Judicial; 

11. Defensoría Pública Federal; 

12. Irrevocabilidad de los acuerdos del Conse-

jo de la Judicatura Federal; 

13. Régimen recursivo; 

14. Designación de órganos jurisdiccionales 

para resolver casos vinculados a violacio-

nes graves de derechos humanos; 

15. Eliminación del amparo soberanía; 

16. Materia de las controversias constitucio-

nales; 

17. Legitimación de órganos autónomos para 

promover controversias constitucionales; 

18. Declaratoria general de inconstituciona-

lidad; 

19.  Recurso de revisión en amparo directo; 

20. Criterios contradictorios entre las salas de 

la SCJN; y 

21. Cumplimiento sustituto de la sentencia de 

amparo.  

En el cuadro del Anexo de este reporte se 

presentan los artículos constitucionales que pro-

pone reformar la iniciativa, organizados de 

acuerdo con los veintiún aspectos enumerados 

con anterioridad. En términos generales, la pro-
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puesta de reforma al Poder Judicial puede ser 

englobada en tres ejes: 1. Gobierno y carrera 

judicial, 2. Órganos jurisdiccionales y 3. Mecanis-

mos de control de constitucionalidad. 

Considerando que un aspecto fundamental 

para la independencia judicial es la configuración 

que tiene el gobierno y carrera judicial, el objetivo 

de este reporte es describir los siguientes aspec-

tos relacionados con esta materia: órganos de 

gobierno judicial, formación judicial, carrera 

judicial y equidad de género, en los poderes judi-

ciales de México, Uruguay, Costa Rica y Chile. 

2. GOBIERNO Y CARRERA JUDICIAL

Dentro de los retos más importantes para la 

impartición de justicia en México, conforme al 

propio PJF, destaca que los jueces federales, en 

ocasiones, no se conducen con la ética, profesio-

nalismo, independencia y/o imparcialidad que 

deberían observar en el desempeño de sus 

funciones: 

“(…) Los jueces federales no siempre se conducen 

con la ética, profesionalismo, independencia e 

imparcialidad que deberían observar en sus 

funciones. Muchas veces sucumben ante intereses 

mezquinos. Los cargos que deberían ocuparse por 

méritos, se otorgan a familiares y amigos en un afán 

por exprimir los recursos públicos antes que servir a 

la justicia. El sistema de carrera judicial no ha sido 

exitoso para asegurar que quienes lleguen a ser 

juzgadores sean las personas más honestas y mejor 

preparadas. Tampoco se ha podido desterrar la 

corrupción, sino que, por el contrario, la endogamia 

y el amiguismo han producido redes clientelares 

muy arraigadas, en las que se trafica con plazas, se 

intercambian favores, o peor aún se pone precio a la 

justicia” (énfasis añadido; Senado de la República, 

20/02/2020).  

En atención a estas problemáticas, el proyecto de 

reformas pretende ser una respuesta institucio-

nal, con el objetivo de elevar la calidad de la 

impartición de justicia y hacerla accesible para 

todas las personas (Senado de la República, 

20/02/2020).  

En este sentido, la selección de los países 

para este reporte fue realizada con base en el 

grado de independencia judicial que presentan. 

Al respecto, de acuerdo con Sebastián Linares 

(2004) la independencia judicial es un concepto 

de caja negra, esto es, que no se pueden observar 

sus referentes de manera objetiva, por lo que el 

único modo de medirlo consiste en inferirlo de 

otras observaciones: 

“La independencia es un concepto que se refiere al 

hecho de que un juez interprete el derecho (dimen-

sión positiva), libre de injerencia de las partes, de 

otros jueces, del gobierno, de la sociedad civil, entre 

otros, y sin sesgos subjetivos o lealtades políticas 

preconcebidas (dimensión negativa). Cualquiera de 

estas dos dimensiones es de naturaleza “invisible”. 

Se trata, como se ha dicho, de un auténtico 

concepto de “caja negra”, porque no podemos 

observar sus referentes objetivos: la mente del juez 

y su manera de razonar (dimensión positiva) están 

totalmente fuera de nuestra observación directa y 

sucede lo mismo con su contraparte (la dimensión 

negativa): las simpatías preconcebidas, las lealta-

des, coerciones o injerencias impropias en la aplica-

ción de la ley rara vez son directamente observa-

bles. En cualquiera de los casos, habría que 

auscultar el pensamiento de los jueces, único modo 

de saber si al momento de decidir están coacciona-

dos o responden a sobornos, a lealtades políticas, o 

a intereses extraños al de la ley interpretada (…) 

Con estas aclaraciones preliminares, podemos 

decir que el concepto de independencia judicial se 

refiere a un hecho no observable, de modo que 

puede ser caracterizado como un concepto no 

observacional: el único modo de constatarlo 

consiste en inferirlo de otras observaciones.” 

(énfasis añadido; Senado de la República, 

20/02/2020).  

En este sentido se retoma el reporte elaborado 

por el Foro Económico Mundial, el The Global 

Competitiveness Report 2019, que estima los 

niveles de independencia judicial en diversos 

países, entre ellos México.  

De acuerdo con el reporte del Foro 

Económico Mundial, y como se muestra en la 

gráfica de la portada, en la región de América 
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Latina, los países de Uruguay, Chile y Costa Rica 

ocupan, respectivamente, los primeros tres 

lugares en materia de percepción de independen-

cia judicial, mientras que México ocupa el lugar 

número siete y, a nivel internacional, el 103 de 

141 países (WEF, 2019). 

Por consiguiente, considerando que la 

reforma constitucional al Poder Judicial Federal 

en México plantea, entre otros aspectos, reformar 

su gobierno y carrera judicial, el objetivo del pre-

sente reporte es hacer una revisión de las princi-

pales características de éstos en los países de 

México, Uruguay, Chile y Costa Rica. 

2.1. Gobierno y carrera judicial 

Antes de comenzar con la revisión del presente 

eje, es necesario conceptualizar qué se entiende, 

desde una perspectiva teórica, por gobierno 

judicial. 

De acuerdo con Pablo Lucas Murillo de la 

Cueva (1995), por gobierno judicial se entiende el 

conjunto de decisiones relativas a la adminis-

tración de los jueces y su régimen disciplinario: 

“[…] el llamado gobierno del Poder Judicial […] 

se reduce al conjunto de decisiones relativas a 

la selección, ascensos, traslados, licencias y 

situaciones administrativas de los jueces, así 

como las concernientes a su régimen discipli-

nario” (Murillo de la Cueva; 1995: 177).  

Del anterior concepto, se desprende el estrecho 

vínculo que tiene el gobierno judicial con la 

formación y carrera judicial de los jueces. 

Por su parte, Alberto M. Binder (2018), 

señala que la principal función del gobierno 

judicial es la independencia de los jueces:  

“[…] el único fundamento de cualquier idea de 

‘gobierno judicial’ –u otro concepto que utilice-

mos para referirnos al conjunto de acciones 

que se realizan respecto al manejo de la estruc-

tura autónoma del Poder Judicial– es la 

preservación y defensa de la independencia 

funcional de cada uno de los jueces en par-

ticular” (énfasis añadido; Binder; 2018: 22).  

En ese mismo sentido, el investigador Julio Ríos, 

señala que el gobierno del Poder Judicial debe 

tener por objeto garantizar la independencia y 

promover el profesionalismo:  

“[…] el gobierno de la rama judicial debe ser tal 

que garantice los medios necesarios para que 

el sistema pueda cumplir sus fines. Debe, por 

tanto, garantizar la independencia (interna y 

externa) y la rendición de cuentas de las 

instituciones e individuos pertenecientes a la 

rama. También debe promover el profesiona-

lismo de los funcionarios, la meritocracia en la 

profesión judicial, la eficacia y rapidez en la 

procuración e impartición de justicia, el acceso 

a la justicia y la solución satisfactoria de conflic-

tos.” (énfasis añadido; Binder; 2018: 285).  

Cabe resaltar que en los años ochenta del siglo 

pasado, muchos de los poderes judiciales de 

América Latina se caracterizaron por su sumisión 

al poder ejecutivo y/o legislativo, quienes tenían 

entre sus facultades nombramientos, permanen-

cia en el cargo y presupuesto del poder judicial. 

Mediante estos y otros mecanismos las cortes 

frecuentemente se encontraban bajo el control de 

un partido político (Popkin, 2004:410). 

Ante esta problemática, se ha aceptado 

ampliamente la idea que la independencia judi-

cial es fundamental para la democracia, la protec-

ción de los derechos humanos y la inversión 

económica (Popkin, 2004:413). Y en consecuencia 

en varios países de América Latina se han 

implementado reformas a partir de:  

“[…] cambios en el sistema de selección 

judicial de cortes supremas y otros tribunales; 

establecimiento o fortalecimientos de la 

carrera judicial; instauración de consejos de la 

magistratura o instituciones similares, en 

algunos casos incorporando en ellos a 

representantes de la sociedad civil, como 

colegios de abogados e instituciones académi-

cas; introducción de cortes o salas constitucio-

nales; incrementos en los presupuestos del 

poder judicial, encargando a la propia institu-
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ción el manejo de su presupuesto; aumento en 

los salarios de los jueces; establecimiento de 

la permanencia en el cargo o de periodos más 

largos y de la inamovilidad de los jueces 

durante su periodo de nombramiento; nuevos 

mecanismos para la evaluación judicial; y 

programas de capacitación para jueces, a 

menudo en el marco de la creación de 

escuelas judiciales” (Popkin, 2004:413-414).  

Teniendo en cuenta las consideraciones previas, 

aunado con los aspectos que aborda el proyecto 

de reforma (véase sección 1), en este apartado se 

hace una breve revisión de los siguientes 

aspectos del gobierno judicial, en los sistemas 

jurídicos de los países seleccionados: 

• Órgano de Gobierno Judicial 

• Formación Judicial. 

• Carrera Judicial. 

• Equidad de género. 

2.2. México 

El gobierno judicial en México ha sufrido diver-

sas modificaciones desde la promulgación de la 

Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos (CPEUM), el 5 de febrero de 1917. 

En un principio, la CPEUM, en su artículo 97, 

delineó los elementos principales del gobierno 

del PJF y la carrera judicial en México. En la 

referida porción normativa se delegaba a la SCJN 

la selección, promoción, transferencias, monito-

reo y destitución de jueces y magistrados federa-

les. 

Ante la falta de regulación para realizar 

dichas funciones y después de diversos debates, 

en la sesión del 10 de abril de 1930, se aprobó por 

mayoría, la moción del ministro Daniel Valencia, 

consistente en la toma de turnos entre los minis-

tros para hacer las propuestas de los nombra-

mientos. Así, es como surge el llamado “Pacto 

entre caballeros”; el cual se caracterizó por la 

toma de turnos, así como la unanimidad o la ten-

dencia hacia ella en las votaciones sobre nombra-

mientos.  

Posteriormente, el 10 de agosto de 1987, se 

publicó en el Diario Oficial de la Federación 

(DOF), la reforma al poder judicial que se 

caracterizó por otorgar a la SCJN más poderes 

administrativos y de gobierno judicial, es decir, 

se le transfirió la facultad de crear distritos y 

circuitos judiciales, la cual le pertenecía desde 

1917 al Congreso y al Poder Ejecutivo. Asimismo, 

se facultaba a la SCJN a atraer los casos que consi-

derara “importantes y trascendentes”. (Ríos; 

2017:273, 276-278 y 282) 

En ese orden de ideas, el 31 de diciembre de 

1994, se publicó en el DOF, la reforma constitucio-

nal que creó el Consejo de la Judicatura Federal 

(CJF), órgano encargado de la administración, 

vigilancia y disciplina del PJF, con excepción de la 

SCJN; así como de determinar el número, división 

en circuitos, competencia territorial y, en su caso, 

especialización por materia, de los Tribunales 

Colegiados y Unitarios de Circuito y de los Juzga-

dos de Distrito. 

2.2.1. Órgano de Gobierno Judicial 

Tal como se mencionó anteriormente, el CJF fue 

creado en el año 1994; sin embargo, no represen-

taba un aspecto nuevo e innovador en el sistema 

jurídico mexicano; toda vez que desde el año 

1988 esta figura ya existía en los estados de 

Sinaloa y Coahuila.  

Dicho antecedente resulta relevante debido 

a que fueron los primeros órganos especializados 

en gobierno y administración dentro de poderes 

judiciales locales, sin embargo, estos carecían de 

la facultad de nombrar jueces y magistrados. 

Uno de los propósitos de la creación del CJF 

fue que este desempeñara funciones administra-

tivas a fin de que las demás instancias del PJF, se 

pudieran dedicar exclusivamente a funciones 

jurisdiccionales (Piña, Karla, 2010: 121 y 123).  
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El CJF está integrado por siete miembros 

(CPEUM, art. 100): 

• El presidente de la SCJN, quien lo será 

también del CJF; 

• Tres consejeros designados por el Pleno de 

la SCJN; 

• Dos consejeros designados por el Senado; 

y 

• Un consejero designado por el Presidente 

de la República. 

Todos los integrantes del CJF, con excepción del 

presidente, durarán 5 años en el cargo y serán 

sustituidos de manera escalonada; sin posibili-

dad de reelección. 

El CJF puede funcionar en Pleno o en 

Comisiones. En Pleno resolverá sobre la desig-

nación, adscripción, ratificación y remoción de 

magistrados y jueces y estas sólo podrán ser 

revisadas por la SCJN (CPEUM, art. 100). 

2.2.2. Formación Judicial 

Desde la expedición de la Constitución de 1917 a 

1983, en México imperó el denominado modelo 

tutorial como mecanismo de selección y forma-

ción judicial. Este modelo destacaba porque no 

era necesaria una preparación especializada para 

el ingreso a la judicatura, toda vez que esta se 

adquiría dentro del desempeño profesional en el 

propio órgano.  

El modelo tutorial tenía la ventaja de que el 

aprendizaje se impartía a partir de las enseñanzas 

de un ministro, bajo la supervisión de los inte-

grantes del Pleno o las Salas de la SCJN; y corre-

lativamente, presentaba la desventaja de que los 

pupilos tendían a repetir los conocimientos y 

experiencias generación tras generación, lo cual 

dificultaba la renovación de ideas y criterios en el 

PJF (Cossío, 1996: 60-61). En este modelo existía 

“la tendencia generalizada de designar como 

jueces de distrito a los secretarios de estudio y 

cuenta de los ministros, y como magistrados, a 

los jueces de distrito” (Baez Silva; González Luis; 

Ríos Carlos, 2014: 326-327). 

En 1983, comenzó a crecer el número de 

órganos del PJF, aproximadamente 21 órganos al 

año, así como el presupuesto del órgano 

jurisdiccional. Estas variaciones causaron el 

rompimiento del modelo tutorial, toda vez que se 

necesitaba nombrar constantemente un número 

importante de jueces y magistrados. Por esta 

razón, desde 1983 a 1994, tuvo auge el 

denominado modelo cooperativo, el cual consistía 

en la creación de grupos fácticos al interior de la 

SCJN para obtener nombramientos de jueces y 

magistrados. 

De acuerdo con el ministro José Ramón 

Cossío Díaz en esa época se presentaron tres 

fenómenos: 

“[…en primer lugar] las decisiones se tomaban 

mediante votaciones muy desmedidas; en 

segundo lugar, que el número de designa-

ciones de ministros a lo largo del mismo fue 

particularmente alto y, en tercer lugar, que el 

número alto de esas designaciones recayeron 

en personas que no provenían del Poder 

Judicial de la Federación.” (énfasis añadido; 

Cossío 1996: 66).  

Cabe resaltar que el modelo cooperativo sólo expli-

ca el ingreso a la carrera judicial. La formación 

judicial pasó a un segundo plano en el periodo 

determinado. 

A partir de la reforma del 31 de diciembre de 

1994 y la expedición de la nueva Ley Orgánica del 

Poder Judicial de la Federación (LOPJF), se creó el 

Instituto de la Judicatura Federal (IJF), el cual es 

el órgano auxiliar del CJF en materia de investiga-

ción, formación, capacitación y actualización de 

los miembros del PJF y de quienes aspiren a perte-

necer a este (LOPJF, art. 92). 

Los programas que imparte el IJF tienen por 

objeto fortalecer los conocimientos y habilidades 

necesarios para el desempeño de la función judi-

cial. Para ello, establece los programas y cursos 

tendentes a (LOPJF, art. 95): 

• Desarrollar el conocimiento práctico de los 

trámites, diligencias y actuaciones que for-
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man parte de los procedimientos y asuntos 

de la competencia del PJF; 

• Perfeccionar las habilidades y técnicas en 

materia de preparación y ejecución de 

actuaciones judiciales; 

• Reforzar, actualizar y profundizar los 

conocimientos respecto del ordenamiento 

jurídico positivo, doctrina y jurispru-

dencia; 

• Proporcionar y desarrollar técnicas de 

análisis, argumentación e interpretación 

que permitan valorar correctamente las 

pruebas y evidencias aportadas en los 

procedimientos, así como formular ade-

cuadamente las actuaciones y resoluciones 

judiciales; 

• Difundir las técnicas de organización en la 

función jurisdiccional; 

• Contribuir al desarrollo de la vocación de 

servicio así como al ejercicio de los valores 

y principios éticos inherentes a la función 

judicial, y 

• Promover intercambios académicos con 

instituciones de educación superior. 

No obstante, a pesar de la amplia oferta acadé-

mica, la formación judicial no es un requisito para 

el ingreso a la carrera judicial (Gutiérrez, 2019: 

350). Por lo que, es una prerrogativa opcional 

para las personas que tienen el interés de capaci-

tarse. 

2.2.3. Carrera Judicial 

Como se ha señalado, a través de los modelos 

tutorial y colectivo, se dibujó materialmente en 

México la carrera judicial, al menos por lo que 

respecta al ingreso y ascenso en la misma, hasta 

la reforma de 1994. 

La reforma estableció, por primera vez en la 

Constitución, una carrera judicial regida por los 

principios de excelencia, objetividad, imparciali-

dad, profesionalismo e independencia: 

“[…] La ley establecerá las bases para la 

formación y actualización de funcionarios, así 

como para el desarrollo de la carrera judicial, 

la cual se regirá por los principios de excelen-

cia, objetividad, imparcialidad, profesionalis-

mo e independencia.” (énfasis añadido; DOF; 

1994: art. 100).  

Estos principios fueron retomados de diversos 

documentos, como lo son el Código Iberoame-

ricano de Ética Judicial, el Código de Conducta 

para los Jueces en los Estados Unidos, el Estatuto 

del Juez Iberoamericano, el Estatuto Universal 

del Juez, entre otros. 

Actualmente, sólo los siguientes servidores 

públicos pertenecen a la carrera judicial (LOPJF, 

art. 110): 

• Magistrado de circuito; 

• Juez de distrito; 

• Secretario General de Acuerdos de la SCJN 

o de la Sala Superior del Tribunal Electoral 

del Poder Judicial de la Federación (TEPJF); 

• Subsecretario General de Acuerdos de la 

SCJN o de la Sala Superior del TEPJF; 

• Secretario de Estudio y Cuenta de Ministro 

o Secretarios de Estudio y Cuenta e Instruc-

tores de la Sala Superior del TEPJF; 

• Secretario de Acuerdos de Sala; 

• Subsecretario de Acuerdos de Sala; 

• Secretario de Tribunal de Circuito o Secre-

tario de Estudio y Cuenta de las Salas 

Regionales del TEPJF, 

• Asistente de Constancias y Registro de 

Tribunal de Alzada, 

• Secretario de Juzgado de Distrito, 

• Asistente de Constancias y Registro de 

Juez de Control o Juez de Enjuiciamiento, 

y 

• Actuario del PJF. 
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Cabe resaltar que, normativamente la carrera 

judicial se concibe como un sistema de ingreso a 

la judicatura y promoción en la misma (LOPJF, art. 

105). Por lo que, esta no regula de manera 

exhaustiva los mecanismos de evaluación de 

desempeño, ni los criterios de permanencia o 

separación. 

Asimismo, no se omite señalar que en el pre-

sente apartado no se estudia la carrera judicial 

electoral, misma que es regulada mediante acuer-

dos generales emitidos por el Tribunal Electoral 

del Poder Judicial de la Federación (TEPJF).  

Ingreso. De acuerdo con la LOPJF, el ingreso a la 

carrera judicial en las categorías de magistrado 

de circuito y juez de distrito es a través de un 

concurso de oposición; y, respecto a las demás 

categorías, es a través del acreditamiento de un 

examen de aptitud (art. 112). 

Respecto al ingreso por concurso de oposi-

ción se señala que existen dos tipos: el concurso 

interno de oposición y el concurso de oposición 

libre.  

En los concursos internos de oposición para 

la plaza de magistrados de circuito, únicamente 

podrán participar los jueces de distrito y los 

magistrados de Salas Regionales del TEPJF, y para 

la plaza de juez de distrito, quienes se encuentren 

en las demás categorías de la carrera judicial (art. 

113). 

En los concursos de oposición libre, podrá 

participar cualquier persona en los porcentajes y 

con los criterios fijados por el CJF (Cossío 1996: 

80). 

Ambos concursos se componen de las 

siguientes etapas (art. 114): 

• Convocatoria: la cual deberá especificar si 

el concurso es de oposición libre o interno 

de oposición. Será publicada por el CJF; 

• Examen escrito: cuyo contenido versará 

sobre materias que se relacionen con la 

función de la plaza para la cual se concursa; 

• Caso práctico: el cual consistirá en emitir 

y/o redactar una sentencia a la problema-

tica planteada; 

• Entrevista: los aspirantes realizan un 

examen oral y público respecto a las 

funciones propias de la plaza sujeta a 

concurso, ante un jurado; 

• Determinación: concluidas las entrevistas, 

se levantará un acta final y el presidente del 

jurado declarará quiénes son los concur-

santes vencedores. Posteriormente, lo in-

formará al CJF para que el órgano realice los 

nombramientos respectivos. 

Por su parte, los exámenes de aptitud para ingre-

sar a las demás categorías de la carrera judicial, 

se realizarán a petición del titular del órgano 

jurisdiccional que deba llevar a cabo la corres-

pondiente designación, debiendo preferir a 

quienes se encuentren en las categorías inmedia-

tas inferiores; o bien, las personas interesadas 

podrán solicitar su examinación. En este caso, si 

aprueban el examen, el CJF los integrará en una 

lista para ser tomados en cuenta en caso de 

presentarse una vacante. 

La celebración y organización de estos exá-

menes estará a cargo del IJF en los términos que 

determine el CJF (art. 115). 

Una de las principales críticas al sistema de 

ingreso a la carrera judicial antes descrito, es la 

existencia de la práctica informal de ocupar todas 

las categorías, con excepción de magistrado de 

circuito y juez de distrito, con personal del PJF que 

desempeña funciones de apoyo, lo cual favorece 

la creación de vínculos clientelares: 

“El ingreso de nuevos cuadros a los Poderes 

Judiciales es una cuestión que requiere espe-

cial atención. Con frecuencia, los primeros 

escalones de la Carrera Judicial se cubren con 

personal que ya se encuentran trabajando 

para los Poderes Judiciales. Se trata de perso-

nas que realizan funciones en apoyo de las 

unidades jurisdiccionales, que se les conoce 

como oficiales judiciales o también entre los 

meritorios. Esta practica genera que, de hecho, 



> temas estratégicos 83                                                                  noviembre 2020 
 

> página 10           DIRECCIÓN GENERAL DE INVESTIGACIÓN ESTRATÉGICA 

el reclutamiento inicie a través de esta prác-

tica informal que puede generar vínculos 

“clientelares”. Sin embargo, la regulación del 

acceso a la Carrera Judicial parece ignorar este 

hecho y supone que la inserción a la carrera se 

da en otros niveles.” (énfasis añadido; Piña, 

Karla; 2016: 351).  

Evaluación de desempeño. De acuerdo con la 

LOPJF, el CJF establecerá un sistema de estímulos 

económicos para los servidores públicos que 

pertenezcan a la carrera judicial, tomando en 

cuenta el desempeño en el ejercicio de su función, 

los cursos realizados dentro del IJF, la antigüe-

dad, grado académico, arraigo y los demás que 

estime necesarios: 

“El Consejo de la Judicatura Federal estable-

cerá́, de acuerdo con su presupuesto y me-

diante disposiciones generales, un sistema de 

estímulos para aquellas personas compren-

didas en las categorías señaladas en el artícu-

lo anterior. Dicho sistema podrá́ incluir estímu-

los económicos y tomará en cuenta el desem-

peño en el ejercicio de su función, los cursos 

realizados dentro del Instituto de la Judicatura, 

la antigüedad, grado académico, arraigo y los 

demás que el propio Consejo estime necesa-

rios. Adicionalmente, y tratándose de magistra-

dos de circuito y jueces de distrito, el Consejo 

de la Judicatura Federal podrá́ autorizar años 

sabáticos, siempre que el interesado presente 

un proyecto de trabajo que redunde en su 

formación académica y profesional y sea de 

interés para el Poder Judicial de la Federación, 

así́ como también becas para estudios e inves-

tigación en el extranjero dentro de las posibili-

dades de orden presupuestal.” (énfasis aña-

dido; LOPJF; 1995: art. 111).  

Permanencia y separación. Actualmente, el siste-

ma jurídico mexicano no cuenta con criterios de 

permanencia o separación de la carrera judicial 

para las categorías inferiores a juez de distrito.  

Respecto a los magistrados de circuito y jue-

ces de distrito, al término de su encargo serán 

sujetos a un proceso de evaluación y ratificación, 

en el cual se determinará si el funcionario judicial 

permanecerá ejerciendo su encargo indefinida-

mente o tendrá que separarse de este (CPEUM, art. 

97). Para ello, el CJF evaluará los siguientes 

elementos (LOPJF, art. 121):  

• El desempeño en el ejercicio de sus 

funciones; 

• Los resultados de las visitas de inspección, 

• El grado académico y cursos de actuali-

zación y especialización; 

• No haber sido sancionado por falta grave, 

con motivo de una queja de carácter admi-

nistrativo; y 

• Los demás que estime pertinentes, siempre 

que consten en acuerdos generales. 

Por lo que hace al desempeño en el ejercicio de 

sus funciones, la SCJN ha resuelto que el CJF debe 

tomar en cuenta si el servidor público judicial que 

aspira a la ratificación satisface o no el perfil 

exigido por los principios constitucionales de la 

carrera judicial: 

“Acorde con el artículo 121 de la Ley Orgánica 

del Poder Judicial de la Federación, para la 

ratificación de Magistrados de Circuito y Jueces 

de Distrito a que se refiere el primer párrafo del 

artículo 97 de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, el Consejo de la 

Judicatura Federal tomará en consideración, 

entre otros elementos, su desempeño en el 

ejercicio de su función, lo que implica tomar en 

cuenta cualquier elemento que, estando a su 

alcance, arroje información acerca de si el 

funcionario judicial que aspira a la ratificación 

satisface o no el perfil exigido por los principios 

constitucionales de la carrera judicial, cuyo 

objetivo principal inmediato no es la protección 

personal del funcionario judicial, sino la salva-

guarda de una garantía social a través de la 

cual se reúna un cuerpo de Magistrados y Jue-

ces que, por gozar de los atributos exigidos por 

la Constitución, logren la efectividad de los 

derechos fundamentales de justicia pronta, 

completa, imparcial y gratuita. Ahora bien, el 

séptimo párrafo del artículo 100 constitucio-

nal, al establecer los principios rectores de la 

carrera judicial -excelencia, objetividad, 
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imparcialidad, profesionalismo e indepen-

dencia-, tiene como propósito que el Consejo 

de la Judicatura Federal los utilice como crite-

rios de evaluación que le permitan determinar 

quiénes pueden acceder al cargo y quiénes 

pueden permanecer en él, de manera que la 

exigencia constitucional de que tales requisitos 

sean satisfechos no se agota al nombrar al 

juzgador, pues éste, como cualquier servidor 

del Estado, está constantemente sometido a 

escrutinio; sus actuaciones se justifican sólo en 

la medida en que sirven a los bienes de la 

colectividad, y sus garantías (como la de inamo-

vilidad en el cargo) únicamente se justifican si, 

de igual forma, están al servicio y procuración 

de tales bienes, aunado a que la garantía de 

permanencia en el cargo no tiene otro fin que 

asegurar que los servidores judiciales que se 

apegan a los principios de la carrera judicial 

continúen impartiendo justicia.” (énfasis añadi-

do; SCJN; 2010).  

2.2.4. Equidad de género 

El 6 de junio de 2019 se publicó en el DOF, el 

decreto por el que se reforman diversos artículos 

de la CPEUM, en materia de paridad entre 

géneros. 

Respecto al PJF, se estableció que se deberá 

observar el principio de paridad de género en los 

concursos abiertos para la integración de los 

órganos jurisdiccionales. 

En ese sentido, se resalta que el 3 de julio de 

2019, el CJF emitió por primera vez una convo-

catoria a concurso interno de oposición para la 

designación de juezas de distrito (DOF, 

03/07/2019). 

En el acuerdo general que establece el proce-

dimiento y lineamientos generales del referido 

concurso, se consideró que, al 15 de junio de 2019, 

las mujeres solamente eran titulares del 23% del 

número de plazas totales de juez de distrito; y el 

18.17% del número de plazas totales de 

magistrado de circuito. Por tal, sería necesario 

incorporar como titulares de órganos jurisdiccio-

nales a 275 magistradas y 159 juezas para llegar 

al punto de equilibrio para la paridad de género. 

Asimismo, estableció que la implementación 

de concursos dirigidos exclusivamente a mujeres 

constituye una medida correctiva de una situa-

ción de desigualdad, cuya finalidad es incremen-

tar el número de juzgadoras en nuestro país: 

“[…] la implementación de concursos internos 

de oposición dirigidos exclusivamente a muje-

res, como el que aquí se reglamenta, constitu-

ye una medida correctiva de una situación de 

desigualdad, que tiene como finalidad fomen-

tar su participación en los procesos de selec-

ción y lograr incrementar el número de juzga-

doras en nuestro país, lo que inclusive es 

acorde con el espíritu de la reciente reforma 

Constitucional en materia de Paridad entre 

Géneros, publicada en el Diario Oficial de la 

Federación el seis de junio del dos mil 

diecinueve.” (énfasis añadido; DOF; 

03/07/20192).  

2.3. Uruguay 

El primer antecedente de gobierno judicial en 

Uruguay se puede rastrear en la Alta Corte de 

Justicia, instaurada mediante la Constitución de 

1830, promulgada el 28 de junio de 1830 en el 

Diario Oficial de Uruguay (DOU). 

Este órgano jurisdiccional, entre otras 

funciones, ejercía la superintendencia directiva, 

correccional, consultiva y económica sobre todos 

los tribunales, y nombraba, con aprobación del 

Senado, los jueces y magistrados (arts. 99 y 100). 

No obstante, fue tardíamente instituida por la ley 

N° 3.246, de 28 de octubre de 1907 (Esteva, 1997: 

357). 

Posteriormente, en la Constitución de 1934 se 

cambió la denominación de la Alta Corte de 

Justicia, por la Suprema Corte de Justicia (SCJ), 

para señalar que es la última instancia judicial 

(Fernández, 2016: 955). 

Subsecuentemente, durante el gobierno cívico 

militar en Uruguay, mediante el decreto constitu-

cional número 12 del 10 de noviembre de 1981, se 

instauró el Consejo Superior de la Judicatura, con 

amplias funciones en materia de gobierno 

judicial. 



> temas estratégicos 83                                                                  noviembre 2020 
 

> página 12           DIRECCIÓN GENERAL DE INVESTIGACIÓN ESTRATÉGICA 

Entre las facultades del Consejo Superior de 

la Judicatura destacaban, la superintendencia 

directiva, consultiva y correccional sobre los 

magistrados integrantes de los tribunales y 

juzgados y sobre los demás funcionarios judicia-

les; la designación de los miembros de los 

tribunales de apelación de los jueces de todos los 

grados o denominaciones; la formulación del 

proyecto de presupuesto de los miembros de la 

judicatura; la aplicación de sanciones disciplina-

rias a los funcionarios judiciales y en su caso, la 

destitución de estos (Fix Zamudio y Fix Fierro, 

1996). 

Posteriormente, el 15 de agosto de 1984 se 

promulgó el decreto constitucional número 

19/984 por el cual se devuelve la vigencia de la 

Constitución de 1966 (DOU, 15/08/1984). Por tal, 

se derogó la institución del Consejo Superior de 

la Judicatura y el gobierno judicial regresó a 

formar parte de las atribuciones de la SCJ. 

2.3.1. Órgano de gobierno judicial 

Actualmente, de conformidad con la Constitu-

ción de la República Oriental del Uruguay 

(CROU), la SCJ ejercerá la superintendencia 

directiva, correctiva, consultiva y económica 

sobre los Tribunales, Juzgados y demás depen-

dencias del Poder Judicial. 

Asimismo, a la SCJ le corresponde nombrar a 

los Jueces de todos los grados y denominaciones, 

en cuyo caso se necesita la mayoría absoluta de 

los integrantes de la SCJ, es decir, al menos 3 votos 

de los 5 integrantes (CROU, art. 239). 

2.3.2 Formación judicial 

De acuerdo con Enrique Véscovi (1993), el primer 

antecedente de la formación judicial en Uruguay 

fue la impartición de cursos en la facultad de 

derecho de la Universidad de la República a sus 

egresados para preparar jueces y fiscales.  

En este sentido, el 30 de septiembre de 1983 

se publicó la Ley 15.464, la cual propiciaba la 

realización de dichos cursos, dándole prioridad 

de ingreso a la Judicatura a los abogados que lo 

tomaran y aprobaran (art. 79). 

Posteriormente, en 1987 se creó el Centro de 

Estudios Judiciales del Uruguay (CEJU), mediante 

un acuerdo tripartito entre la SCJ, el Ministerio de 

Educación y Cultura y la Facultad de Derecho de 

la Universidad de la República. Para su dirección, 

se formó una Comisión integrada por dos repre-

sentantes de cada parte (Véscovi, 1993:223). 

Subsecuentemente, el 12 de enero de 1996, 

mediante la Ley 16.736, se determinó que el CEJU 

dependería directamente de la SCJ, dotándola de 

autonomía técnica y asignándole una partida 

anual para el periodo de 1995-1999 de 

US$ 100.000 (art. 483). 

A fin de regular el CEJU, mediante la 

Acordada 7293, de fecha 9 de septiembre de 1996, 

la SCJ emitió el Reglamento y Cometidos del CEJU, 

estableciendo en su artículo 2° sus deberes 

institucionales: 

• Instrumentar la organización y puesta en 

funcionamiento de cursos de posgrado 

para aspirantes a ingresar a la magistratura 

y cargos técnicos del Poder Judicial y del 

Ministerio Público y Fiscal, así como cursos 

de perfeccionamiento para Magistrados 

del Poder Judicial y del Ministerio Público 

y Fiscal; 

• Elaborar los programas de tales cursos; 

• Seleccionar los profesores que tendrán a su 

cargo el dictado de los cursos; 

• Establecer el mecanismo de evaluación; y  

• Realizar toda tarea, de las comprendidas 

en su especialidad, que le encargue la SCJ o 

emerjan de acuerdos o convenios debida-

mente homologados. 

También, se estableció que el CEJU estaría dirigi-

do por una Comisión integrada por seis miem-

bros: dos representantes de la SCJ, dos de la Facul-

tad de Derecho y dos del Ministerio de Educación 

y Cultura. La naturaleza de los cargos es de carác-
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ter honorario, con una duración de dos años, con 

opción a reelección. 

Posteriormente, mediante la Acordada 7977, 

de fecha 11 de junio de 2018, la SCJ resolvió 

modificar el artículo 3° del Reglamento del CEJU, 

señalando que la Comisión Directiva ahora esta-

ría integrada por dos representantes de la SCJ, 

uno de la Facultad de Derecho de la Universidad 

de la República, uno del Ministerio de Educación 

y Cultura, uno de la Asociación de Magistrados 

del Uruguay y uno del Colegio de Abogados del 

Uruguay. 

El CEJU cuenta con un Director Ejecutivo, 

mismo que es el encargado de diseñar y proponer 

las políticas institucionales, así como de ejecutar 

las resoluciones de la Comisión Directiva. El 

Director Ejecutivo es designado por la SCJ de 

entre los ministros de los Tribunales de Apelacio-

nes por un período de dos años, renovable por 

períodos de un año. Para dicha renovación, se 

atiende a su buen desempeño, debiendo ser 

persona de notoria versación en las materias que 

constituyan la especialidad del CEJU (SCJ, 2014). 

2.3.4. Carrera Judicial 

El ordenamiento jurídico que regula primordial-

mente la carrera judicial en Uruguay es la Ley 

Orgánica de la Judicatura y de Organización de 

los Tribunales (Ley Orgánica). De acuerdo con 

esta, sólo serán parte los servidores públicos con 

nivel de Juez o superior. 

En específico, la carrera judicial comprende 

los siguientes grados (art.98): 

• Juez de Paz; 

• Miembro del Tribunal de Faltas; 

• Juez de Paz Departamental del Interior; 

• Juez de Paz Departamental de la Capital; 

• Juez Letrado de Primera Instancia del 

Interior; 

• Juez Letrado de la Capital, Juez Letrado de 

Primera Instancia de lo Contencioso-

Administrativo y Juez Letrado suplente; y 

• Ministro del Tribunal de Apelaciones.  

Ingreso. Como ya se mencionó, la SCJ nombrará a 

todos los jueces; para tal efecto, la Ley Orgánica 

establece de manera general, lo siguientes 

requisitos para ocupar un cargo en la Judicatura 

(art. 79): 

• Ciudadanía natural en ejercicio, o legal con 

dos años de ejercicio; 

• Ser abogado; 

• No tener impedimento físico o moral; y 

• Tener un nivel de escolaridad en la 

Facultad de Derecho o Ciencias Sociales 

adecuado a las exigencias del servicio a 

juicio de la Suprema Corte de Justicia. En 

la solicitud de ingreso podrán señalarse 

otros méritos. 

Así, se reitera que, aunque no es necesario 

realizar algún posgrado dirigido a la formación 

de aspirantes al ingreso de la Judicatura, se les 

dará prioridad de ingreso a la Judicatura a los 

abogados que lo tomaron y aprobaron. 

Evaluación de desempeño. Uruguay no establece 

mecanismos de evaluación de desempeño para 

los miembros de la carrera judicial.  

Permanencia y separación. La Ley Orgánica 

señala que los miembros de la judicatura no 

podrán ser removidos de su encargo hasta en 

tanto perdure su buen comportamiento (art. 84). 

Sin prejuicio de lo anterior, se prevé como 

razones para que los Jueces cesen en sus funcio-

nes: 

• La inhabilitación física o moral; 

• La destitución dispuesta por la SCJ, dictada 

en procedimiento disciplinario; 

• Ser condenado por delito que por su 

naturaleza sea incompatible con la digni-
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dad y decoro de su función, extremos que 

serán apreciados por la SCJ; 

• Ejercer un cargo declarado incompatible 

con el ejercicio de la magistratura; 

• Jubilación; y 

• Renuncia aceptada. 

Aunado a lo anterior, la constitución uruguaya 

establece que todo miembro del Poder Judicial 

debe cesar en su cargo respectivo al cumplir 70 

años (art. 250). 

De manera excepcional, los nombramientos 

de los jueces de paz durarán cuatro años en el 

cargo y podrán ser removidos en cualquier 

tiempo si así conviene a los fines del “mejor 

servicio” (Ley Orgánica, art. 84) 

2.3.4. Equidad de género.  

La Constitución Política de Uruguay establece 

que todas las personas son iguales ante la ley (art. 

8). No obstante, la Constitución como los demás 

ordenamientos legales secundarios, no estable-

cen mecanismos para garantizar la equidad y el 

principio de paridad de género en la integración 

del Poder Judicial. 

Respecto a los esfuerzos en la materia desde 

el Poder Judicial, se emitió el Plan Estratégico 

2015-2024, en el cual se estableció como un eje 

transversal la equidad y género. Y se generaron 

objetivos estratégicos y líneas de acción. 

Entre los objetivos estratégicos y líneas de 

acción se plantean:  

• Objetivo estratégico. Fortalecer las políti-

cas y procesos de capacitación; 

o Línea de acción. Crear espacios de 

reflexión y sensibilización sobre ética, 

valores, género, sectores vulnerables, 

tutelas diferenciales y violencia, dirigi-

dos a Magistrados, Defensores, Peritos 

y funcionarios. 

• Objetivo estratégico. Promover un cambio 

de cultura institucional orientado a la 

mejora y profesionalización del servicio; 

o Línea de acción. Diseñar una política 

institucional en materia de Derechos 

Humanos, Género e Infancia, que inclu-

ya en la estructura organizacional un 

servicio que la impulse y gestione. 

• Objetivo estratégico. Mejorar los procesos 

de gestión de recursos humanos.  

o Diseñar una política de igualdad de 

oportunidades entre hombres y mujeres 

en el Poder Judicial sobre líneas de 

acción tendientes a equilibrar desigual-

dades estructurales 

2.4. Chile 

El primer antecedente de gobierno judicial en 

Chile se puede encontrar en la Suprema Corte de 

Justicia, creada por la Constitución de 1823, 

publicada en el Diario Oficial de Chile (DOC), el 

29 de septiembre de ese año. Este Máximo 

Tribunal tenía la facultad de ejercer la “super-

intendencia directiva, correccional, económica y 

moral ministerial sobre todos los tribunales y 

juzgados de la nación" (art. 148). Subsecuen-

temente, mediante la Constitución de 1828, su 

denominación fue cambiada por Corte Suprema 

(DOC, 9/08/1828: art. 93) 

Posteriormente, en la Constitución de 1980 

se señala que la Corte Suprema (CS) no ejercerá 

funciones de gobierno judicial respecto los 

tribunales Constitucional, Calificador de Eleccio-

nes, electorales regionales y militares en tiempos 

de guerra (DOC, 21/10/1980: art. 79). 

Actualmente, cuando se habla de gobierno 

judicial, se alude a las competencias de la CS 

asociadas a: 1) la representación del Poder Judi-

cial frente a los otros poderes del Estado y a terce-

ros, 2) a la carrera judicial y de los demás funcio-

narios que integran la institución, y 3) a la admi-

nistración de la institución, en contraposición con 

las propiamente jurisdiccionales. (Binder, A., 

2018:85).  
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2.4.1. Órgano de Gobierno Judicial 

El órgano de gobierno judicial en Chile es la CS. 

Sus competencias en la materia tienen su funda-

mento en la primera parte del artículo 82 de la 

Constitución Política de la República de Chile: 

“[…] La Corte Suprema tiene la superin-

tendencia directiva, correccional y económica 

de todos los tribunales de la Nación. Se excep-

túan de esta norma el Tribunal Constitucional, 

el Tribunal Calificador de Elecciones y los 

tribunales electorales regionales” (énfasis 

añadido; Diario Oficial de Chile, 22/09/2005)  

Para realizar estas funciones, se auxilia de 

diversos órganos formalmente jurisdiccionales, 

entre ellos, se destaca la Corporación Adminis-

trativa del Poder Judicial (CAPJ) por sus funciones 

en materia de administración judicial.  

De acuerdo con el Código Orgánico de 

Tribunales (COT), las funciones de la CAPJ son, 

entre otras, las siguientes (art. 506): 

• Elaborar los presupuestos y la administra-

ción, inversión y control de los fondos 

asignados al Poder judicial; 

• Administrar, adquirir, construir, acondi-

cionar, mantener y reparar los bienes 

muebles e inmuebles destinados al funcio-

namiento de los tribunales y de los servi-

cios judiciales o a viviendas fiscales para 

los jueces; 

• Asesorar técnicamente a la CS en el diseño 

y análisis de la información estadística, así́ 

como en el desarrollo y aplicación de 

sistemas computacionales; 

• Organizar cursos y conferencias destina-

dos al perfeccionamiento del personal judi-

cial; 

• Crear, implementar y mantener las salas en 

aquellos lugares en que sean necesarias, 

para los hijos del personal del Poder 

judicial; 

• Dictar políticas de selección de personal, 

de evaluación, de administración de recur-

sos materiales y de personal, de indica-

dores de gestión, de diseño y análisis de la 

información estadística y la aprobación de 

los presupuestos que le presenten los 

tribunales; y 

• Remitir los informes y estudios que haya 

elaborado o encargado a terceros y obren 

en su poder, a los Ministerios de justicia y 

Hacienda y a los órganos y autoridades del 

Estado, cuando los soliciten para materias 

relacionadas con su competencia. 

A pesar de sus funciones, no se puede equiparar 

a la figura de Consejo de la Judicatura, debido a 

su dependencia orgánica con la CS. 

2.4.2. Formación Judicial. 

El 18 de noviembre de 1994 se publicó en el Diario 

Oficial de Chile, la Ley No. 19.346 por la cual se 

crea la Academia Judicial, como una Corporación 

de Derecho Público con personalidad jurídica y 

patrimonio propios, sometida a la vigilancia de la 

CS (art. 1). 

La Academia Judicial tiene como finalidad-

des: 1) la formación de los postulantes a cargos 

del Escalafón Primario del Poder Judicial, y 2) el 

perfeccionamiento de todos los integrantes de 

dicho Poder del Estado. Además, de acuerdo con 

sus disposiciones reglamentarias, tendrá como 

objetivo impartir o supervisar, en su caso, los 

siguientes programas educativos (DOC, 

2/12/2019: artículo 2):  

• De formación para postulantes al escalafón 

primario del Poder Judicial; 

• De habilitación para optar al cargo de 

ministro y fiscal judicial de Corte de 

Apelaciones; 

• De perfeccionamiento de los integrantes 

del Poder Judicial; y 
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• Las demás actividades de perfecciona-

miento extraordinario que determine el 

Consejo Directivo. 

La dirección y administración de la Academia 

Judicial estarán a cargo de un Consejo Directivo, 

integrado por nueve personas, las cuales serán 

(art. 2): 

• El presidente de la CS, o quien lo subrogue, 

quién será el presidente; 

• El ministro de justicia, quien podrá hacerse 

representar por el subsecretario; 

• Un ministro de la CS, elegido por esta en 

una única votación; 

• El Fiscal Judicial de la CS; 

• Un Ministro de Corte de Apelaciones 

elegido, en una única votación, por los 

funcionarios de la segunda categoría del 

escalafón primario; 

• Un miembro de la segunda categoría del 

escalafón primario del Poder Judicial, 

elegido por la directiva de la asociación 

gremial de carácter nacional que reúna al 

mayor número de integrantes de dicho 

Escalafón Primario; 

• Un representante de las asociaciones gre-

miales de abogados existentes en el país 

elegido por sus presidentes, de entre ellos; 

y 

• Dos académicos con más de cinco años de 

docencia universitaria, designados por el 

presidente de la República, con acuerdo 

del Senado. 

El Consejo Directivo tendrá las siguientes 

facultades (artículo 3): 

1. Nombrar al director de la Academia; 

2. Dictar los reglamentos que estime conve-

nientes para el funcionamiento de la aca-

demia y el debido cumplimiento de sus 

fines; 

3. Establecer los programas que impartirá 

directamente y aprobar los que presenten 

terceros por iniciativa propia o en virtud de 

concurso abierto por la Academia, para la 

formación de postulantes al Escalafón 

Primario del Poder Judicial, para el 

perfeccionamiento profesional para optar 

al cargo de Ministro de Corte de Apelacio-

nes, y para el perfeccionamiento de los fun-

cionarios y empleados del Poder Judicial; 

4. Establecer el número de vacantes anuales 

para el programa de formación de postu-

lantes al Escalafón Primario del Poder 

Judicial y los cupos para cada uno de los 

programas o cursos que se vayan a impar-

tir durante cada año calendario; 

5. Llamar a concurso público para realizar 

programas, cursos o actividades, que sean 

financiados en todo o parte por la Acade-

mia y que se estimen necesarios o comple-

mentarios para el cumplimiento de sus 

funciones; 

6. Establecer la estructura administrativa de 

la Academia y contratar a las personas que 

la integren; 

7. Proponer a la CAPJ el proyecto de presu-

puesto anual de la Academia; 

8. Fiscalizar los ingresos y egresos de la aca-

demia; 

9. Aprobar la memoria y balance anuales; 

10. Celebrar todos los actos y contratos admi-

nistrativos o privados que sean necesarios 

para el buen funcionamiento de la Acade-

mia y el debido cumplimiento de sus obje-

tivos, sea con personas naturales o jurí-

dicas de derecho público o privado, y  

11. Delegar en el director, alguna de las facul-

tades indicadas en los números 6, 8 y 10 

precedentes. 
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2.4.3. Carrera Judicial. 

La Constitución Política de Chile establece que 

existirá una Ley Orgánica constitucional que 

regulará los requisitos de ingreso y permanencia 

para ser juez, así como el número de años que 

deban haber ejercido la abogacía los ministros de 

la Corte y jueces letrados. También, señala que 

esta Ley sólo podrá ser modificada oyendo pre-

viamente a la CS: 

“[…] Una ley orgánica constitucional determina-

rá la organización y atribuciones de los tribuna-

les que fueren necesarios para la pronta y 

cumplida administración de justicia en todo el 

territorio de la República. La misma ley 

señalará las calidades que respectivamente 

deban tener los jueces y el número de años 

que deban haber ejercido la profesión de 

abogado las personas que fueren nombradas 

ministros de Corte o jueces letrados. 

La ley orgánica constitucional relativa a la 

organización y atribuciones de los tribunales, 

sólo podrá ser modificada oyendo previa-

mente a la Corte Suprema de conformidad a lo 

establecido en la ley orgánica constitucional 

respectiva” (énfasis añadido; Diario Oficial de 

Chile, 22/09/2005: art. 77)  

Así, la carrera judicial se encuentra regulada 

principalmente por el COT a través de un 

escalafón general del Poder Judicial, el cual se 

ramifica en los escalafones primario y secundario 

(DOC, 9/07/1943). 

El escalafón primario se divide a su vez en 7 

categorías, compuestas por el personal siguiente 

(art. 267): 

• Primera categoría: ministros y fiscal judicial 

de la CS; 

• Segunda categoría: ministros y fiscales 

judiciales de las Cortes de Apelaciones, y 

relatores y secretario de la CS; 

• Tercera categoría: jueces de tribunales de 

juicio oral en lo penal de ciudad asiento de 

Corte de Apelaciones, jueces letrados de 

juzgados de ciudad asiento de Corte de 

Apelaciones, jueces de juzgados de garantía 

de ciudad asiento de Corte de Apelaciones y 

relatores y secretarios de Corte de 

Apelaciones; 

• Cuarta categoría: jueces de tribunales de 

juicio oral en lo penal de ciudad asiento de 

capital de provincia, jueces letrados de 

juzgados de ciudad capital de provincia y 

jueces de juzgados de garantía de ciudad 

asiento de capital de provincia; 

• Quinta categoría: jueces de tribunales de 

juicio oral en lo penal de comuna o 

agrupación de comunas, jueces letrados de 

juzgados de comuna o agrupación de 

comunas, jueces de juzgados de garantía de 

comuna o agrupación de comunas, y 

secretarios de juzgados de letras de ciudad 

asiento de Corte de Apelaciones; 

• Sexta categoría: secretarios de juzgados de 

letras de capital de provincia, prosecretario 

de la CS y secretario abogado del fiscal de ese 

mismo tribunal; y  

• Séptima categoría: secretarios de juzgados 

de letras de comuna o agrupación de 

comunas. 

Por su parte, el escalafón secundario se divide en 

seis series, compuestas por el personal siguiente 

(art. 269): 

• Primera serie: defensores públicos; 

• Segunda serie: Notarios, conservadores y 

archiveros; 

• Tercera serie: administradores, subadminis-

tradores y jefes de unidades de tribunales 

con competencia en lo criminal, juzgados de 

letras del trabajo y juzgados de letras de 

competencia común con dos o más jueces; 

• Cuarta serie: procuradores del número; 

• Quinta serie: receptores de juzgados de 

letras; 
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• Sexta serie: miembros de los consejos 

técnicos y bibliotecarios. 

Cada una de estas series, con excepción de la 

tercera, se dividirá en tres categorías, las cuales se 

integrarán: 

• Primera categoría: funcionarios de las cinco 

series que desempeñen sus cargos en una 

comuna o agrupación de comunas que sirva 

de asiento a una Corte de Apelaciones, o en 

el territorio jurisdiccional de juzgados consi-

derados en la categoría de asiento de Corte 

de Apelaciones; 

• Segunda categoría: funcionarios de las cinco 

series que desempeñen sus cargos en el terri-

torio jurisdiccional de juzgados de capital de 

provincia; y 

• Tercera categoría: funcionarios de las cinco 

series que sirven sus cargos en el territorio 

jurisdiccional de juzgados de comuna o 

agrupación de comunas. 

Por su parte, la tercera serie, tendrá 5 categorías, 

las cuáles se integrarán con el personal siguiente: 

• Primera categoría: administrador de tribu-

nales de juicio oral en lo penal, de juzgados 

de garantía, juzgados de letras del trabajo y 

juzgados con competencia común con dos 

jueces de ciudad asiento de Corte de 

Apelaciones; 

• Segunda categoría: administrador de tribu-

nales de juicio oral en lo penal, de juzgados 

de garantía, juzgados de letras del trabajo y 

juzgados con competencia común con dos o 

más jueces de ciudad asiento de capital de 

provincia y subadministrador de tribunales 

de juicio oral en lo penal, de juzgados de 

garantía y juzgados de letras del trabajo de 

ciudad asiento de Corte de Apelaciones;  

• Tercera categoría: administrador de tribu-

nales de juicio oral en lo penal, de juzgados 

de garantía y juzgados con competencia 

común con dos o más jueces de ciudad 

asiento de comuna o agrupación de comu-

nas, subadministrador de tribunales de 

juicio oral en lo penal y de juzgados de 

garantía de ciudad asiento de capital de 

provincia, y jefe de unidad de tribunales de 

juicio oral en lo penal, de juzgados de 

garantía y juzgados de letras del trabajo de 

ciudad asiento de Corte de Apelaciones; 

• Cuarta categoría: subadministrador de tri-

bunales de juicio oral en lo penal y de 

juzgados de garantía de ciudad asiento de 

comuna o agrupación de comunas, y jefe de 

unidad de tribunales de juicio oral en lo 

penal, de juzgados de garantía, juzgados de 

letras del trabajo y juzgados con compe-

tencia común con dos o más jueces de ciudad 

asiento de capital de provincia; y  

• Quinta categoría: jefe de unidad de 

tribunales de juicio oral en lo penal, de juz-

gados de garantía y juzgados con compe-

tencia común con dos o más jueces de ciudad 

asiento de comuna o agrupación de co-

munas. 

El sistema escalafonario enunciado ha sido objeto 

de diversas críticas respecto a los problemas que 

genera su estructura altamente vertical.  

Entre estos, destaca el de las calificaciones de 

los jueces, consistente en la evaluación discre-

cional que anualmente los superiores deben 

hacer de todos los jueces y funcionarios de su 

jurisdicción para efectos de asensos o remo-

ciones. Lo que genera, afectaciones en la indepen-

dencia interna de los jueces:  

“Chile es uno de los países que posee mayores 

problemas en la organización de la carrera 

judicial pues su estructura es altamente 

vertical. Según el informe local, este sistema 

‘fortalece enormemente el poder de los 

superiores de quienes depende el ascenso de 

los inferiores, el cual ejercen a través de la 

calificación anual que deben hacer de ellos y su 

intervención en la elaboración de las ternas o 

quinas para las designaciones, lo anterior sin 

considerar las facultades disciplinarias que 

poseen sobre ellos. Adicionalmente, lo ejercen 
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informalmente a través del trabajo jurisdiccio-

nal, siendo esto ciertamente lo más complejo 

para la independencia judicial’. Entre todos 

estos, el principal problema se da en relación 

a las calificaciones de los jueces, lo cual ha 

llevado a que la Asociación Nacional de Magis-

trados recurriera en el año 2017 a la Comisión 

Interamericana de Derechos Humanos solici-

tando su eliminación. En el informe se consig-

na que las calificaciones ‘consisten en la 

evaluación que anualmente los superiores de-

ben hacer de todos los jueces y funcionarios de 

su jurisdicción, la cual se traduce en una nota 

de entre 1 y 7. Las consecuencias más rele-

vantes de ellas son, por una parte, que quienes 

resulten calificados en lista sobresaliente 

cuentan con un derecho preferente para optar 

a ascensos frente a los demás y, por la otra, 

que quienes figuren en lista deficiente o, por 

segundo año consecutivo, en lista condicional 

deben ser removidos de sus cargos’. 

Ciertamente, este sistema genera que la 

conducta de los jueces (independencia interna) 

se vea afectada producto del ejercicio discre-

cional que sus superiores podrían realizar 

mediante las calificaciones anuales” (énfasis 

añadido; Binder, 2018:345)  

En ese sentido, la Asociación de Magistrados de 

Chile, presentó las Bases para la discusión de la 

Reforma Constitucional del Poder Judicial, en las 

cuales propuso que la carrera judicial debe: 

“[…] desaparece[r] como régimen funcionario 

conformado a partir de categorías, en el que 

unos jueces ubicados en determinado nivel 

jerárquico superior definen el destino de los 

inferiores, quienes en función de la categoría a 

la que pertenecen y la antigüedad en la misma, 

se encuentran habilitados para ascender por 

virtud de un método de cooptación.” (Asocia-

ción Nacional de Magistrados del Poder Judicial 

de Chile, 2016:16-17)  

Además, se establece un escalafón del personal 

de empleados u oficiales de secretaría, el cual se 

subdivide en siete categorías (véase art. 292). 

Ingreso. Existen diversas formas de ingresar al 

escalafón general del Poder Judicial, siendo la 

principal diferencia si se pretende optar por el 

Escalafón Primario o Escalafón Secundario. 

Especial mención merece el ingreso a la 

carrera judicial de los ministros de la CS ajenos al 

Poder Judicial, no sólo porque están exentos de 

cursar algún programa de formación en la 

Academia Judicial, sino porque acceden de forma 

directa a la cúspide de esta.  

Escalafón primario. La segunda sección del título X 

del COT regula los requisitos, inhabilidades e 

incompatibilidades para ingresar a los principa-

les puestos enunciados en las categorías del 

escalafón primario. Uno de los requisitos comu-

nes para acceder a los empleos enunciados, con 

la excepción de los ministros de la CS a ajenos al 

Poder Judicial, es haber cumplido satisfactoria-

mente el programa de formación para postulan-

tes al Escalafón Primario del Poder Judicial. 

Por su parte, de conformidad con la Ley No. 

19.346, la aprobación del programa de formación 

será requisito indispensable para ingresar al 

Escalafón Primario del Poder Judicial (art. 12). 

El programa de formación tendrá como 

objetivos fundamentales capacitar a los aspiran-

tes en los conocimientos, destrezas y criterios 

básicos necesarios para desempeñar sus funcio-

nes, así como fortalecer los principios que infor-

man el quehacer jurisdiccional (art. 8). 

La convocatoria será abierta y pública, 

durante el proceso de selección se someterá a los 

postulantes a exámenes psicológicos, de 

aptitudes y de conocimientos. El resultado del 

proceso de selección no será susceptible de recur-

so alguno (art. 9). 

La duración del programa será determinada 

por el Consejo Directivo, no pudiendo ser inferior 

a seis meses ni superior a un año. Las actividades 

del programa estarán constituidas, al menos en 

sus dos terceras partes, por prácticas, seminarios 

y talleres tendientes a proporcionar las destrezas 

y criterios propios de la función judicial (art. 11). 
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Cumplido el requisito de haber concluido 

exitosamente el programa de formación para 

postulantes al Escalafón Primario del Poder Judi-

cial, el interesado podrá participar en el concurso 

de su interés. 

Los concursos y el procedimiento de 

selección para el escalafón primario están 

normados principalmente por las Bases Generales 

para proveer cargos en el Poder Judicial. Este 

documento regula los principios de los procesos 

de concurso, tipos de concursos, las etapas pre-

vias al proceso de selección, el mismo proceso de 

selección y el proceso de decisión. 

Respecto a los tipos de concurso se señala 

que habrá concursos internos y externos. A los 

primeros, solo podrán postular funcionarios 

titulares del Poder Judicial, mientras que a los 

segundos podrá postular cualquier persona que 

cumpla con los requisitos. 

En atención a las etapas previas al proceso 

de selección, se señalan las siguientes: 1) llamada 

a concurso, 2) publicación de la llamada a 

concurso, 3) postulación al concurso, y 4) el 

análisis de los antecedentes de postulación y 

admisibilidad. 

En relación con el proceso de selección, este 

se divide en 3 acciones: 

• Puntuación por antecedentes curriculares;  

• Proceso de evaluación, el cual se subdivide 

en cuatro etapas: 

o examen de conocimiento, 

o examen de habilidades y destrezas,  

o evaluación psicolaboral,  

o audiencia pública; y 

• Elaboración de lista de preselección. 

Finalmente, respecto al proceso de decisión, se 

establece que se debe de formar una terna y 

posteriormente, la autoridad facultada designará 

y nombrará al postulante elegido. 

Escalafón secundario. Para el ingreso a los puestos 

enlistados en las series y categorías del escalafón 

secundario, no se requerirá haber realizado algún 

programa de formación en específico. Sólo se 

requerirá ser elegido en el procedimiento de 

selección respectivo, el cual se sujetará a las Bases 

Generales para proveer cargos en el Poder Judicial. 

Evaluación de desempeño. Los servidores públi-

cos del escalafón general del Poder Judicial, con 

la excepción de los ministros y fiscal judicial de la 

CS, y los empleados de ese mismo poder, serán 

calificados anualmente atendiendo a la conducta 

y desempeño observados en ese período. 

El COT establece que la evaluación se 

realizará por los superiores jerárquicos de los 

servidores públicos evaluados de la siguiente 

manera (art. 273): 

• La CS, en pleno, calificará a los ministros de 

Cortes de Apelaciones, a los relatores y 

procuradores del número que se desem-

peñen en dicho tribunal, a su secretario, 

prosecretario y empleados; 

• Las Cortes de Apelaciones, en pleno, 

calificarán a los jueces de letras, a sus 

secretarios, relatores y empleados, y a los 

secretarios de juzgados y funcionarios 

auxiliares de la Administración de Justicia 

que ejerzan sus funciones en el territorio 

jurisdiccional de juzgados de ciudad asien-

to de Corte de Apelaciones. También califi-

carán a los demás notarios que ejerzan fun-

ciones en el territorio de su jurisdicción, 

previo informe del juez o de los jueces en 

cuyo territorio jurisdiccional se desem-

peñen; 

• El fiscal judicial de la CS calificará a su 

secretario abogado, a los empleados de su 

oficio y a los fiscales de las Cortes de 

Apelaciones; 

• Los fiscales judiciales de las Cortes de 

Apelaciones calificarán a los empleados de 

su oficina; 
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• Los jueces letrados calificarán a los miem-

bros del consejo técnico y empleados y a los 

funcionarios auxiliares de la Adminis-

tración de Justicia no comprendidos en las 

letras anteriores que se desempeñen dentro 

de sus respectivos territorios jurisdiccio-

nales. En este último caso, en los lugares en 

que existan dos jueces de letras, la califica-

ción la hará el más antiguo, y en aquellos 

en que existan más de dos se constituirán 

todos en comisión calificadora. Si fueren 

más de cinco, la comisión estará constitui-

da por los cinco jueces de mayor antigüe-

dad; y 

• El presidente de la Corte de Apelaciones 

respectiva calificará a los administradores 

de tribunales de la jurisdicción, teniendo a 

la vista informes que deberán emitir por 

separado el Comité de Jueces corres-

pondiente y la Corporación Administra-

tiva del Poder Judicial. 

La evaluación o calificación deberá fundarse en 

antecedentes objetivos y considerar las anota-

ciones practicadas en la respectiva hoja de vida y 

el informe de calificación, el cual contendrá lo 

siguiente: responsabilidad, capacidad, conocí-

mientos, iniciativa, eficiencia, afán de superación, 

relaciones humanas y atención al público, en 

consideración a la función o labor que corres-

ponda realizar y magnitud de esta (art. 277 bis). 

Permanencia y separación. La Constitución 

Política de Chile establece el principio de inamo-

vilidad de los jueces al señalar que los jueces per-

manecerán en su cargo mientras observen buen 

comportamiento. No obstante, señala que cesa-

rán sus funciones si se cumple alguna de las 

siguientes circunstancias (art. 80): 

• Cuando el juez cumpla 75 años; 

• Por renuncia o incapacidad legal sobrevi-

niente; o  

• Cuando es depuesto por causa legalmente 

sentenciada. 

Por su parte, el COT establece que el servidor 

público que figure en lista deficiente o, por 

segundo año consecutivo, en lista condicional, 

una vez firme su calificación, quedará removido 

de su cargo por el solo ministerio de la ley. En 

tanto no quede firme la mencionada calificación, 

el funcionario quedará de inmediato suspendido 

de sus funciones (arts. 278 bis y 493). 

2.4.4. Equidad de género.  

La Constitución Política de Chile preceptúa en su 

artículo 19 que hombres y mujeres son iguales 

ante la ley. No obstante, tanto esta como los 

demás ordenamientos legales secundarios, no 

establecen mecanismos para garantizar la equi-

dad y el principio de paridad de género en la 

integración del Poder Judicial. 

Respecto al Poder Judicial, los esfuerzos en 

materia de igualdad y equidad de género se han 

realizado desde el mismo órgano, en un ejercicio 

de gobierno judicial. 

 Así, en febrero de 2005 el Pleno de la CS 

aprobó la realización de un estudio diagnóstico 

sobre igualdad de género y no discriminación en 

el Poder Judicial que sirviera como base para 

formular una política en la materia. Este, fue 

realizado por la consultora chileno-española 

Management & Research Chile SpA, luego de una 

licitación pública a la que se convocó en el 

segundo semestre de 2015 (PJC, s/f:4). 

Subsecuentemente, el 8 de julio de 2016 se 

aprobó crear la Secretaría Técnica de Igualdad de 

Género y no Discriminación (PJC, 8/07/2016), la 

cual tienen como sus principales objetivos: 1) 

promover que las y los integrantes del Poder 

Judicial, disfruten de espacios de trabajo 

igualitarios y libres de violencia y discrimina-

ción, y 2) impulsar el desarrollo de políticas y 

acciones dirigidas a garantizar la igualdad y la no 

discriminación de todas las personas en el acceso 

a la justicia (Secretaría Técnica, s/f). 

Por último, el 5 de febrero de 2018 se aprobó 

la Política de Igualdad de Género y no 

Discriminación para el Poder Judicial (PJC, 
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5/02/2018), con la finalidad de “garantizar la 

igualdad de género y la no discriminación en 

todo el quehacer del Poder Judicial” (PJC, 

2/02/2018:31). Para la implementación de la 

política, se establecieron los siguientes ejes 

estratégicos y sus respectivos objetivos particu-

lares (PJC, 2/02/2018:33-39): 

• No discriminación de género, cuyo objetivo es 

eliminar las barreras por motivos de sexo, 

género, identidad de género u orientación 

sexual que distinguen, excluyen o restrin-

gen el adecuado goce y ejercicio de los 

derechos humanos, a los integrantes y a los 

usuarios/as del Poder Judicial; 

• Enfoque de género en el acceso a la justicia, con 

el objetivo de transversalizar la perspectiva 

de género en el quehacer del Poder Judi-

cial, con especial énfasis en la atención de 

usuarios/as y en el ejercicio de la labor 

jurisdiccional; 

• No violencia de género, el cual tiene como 

objetivo erradicar del quehacer del Poder 

Judicial, todas las acciones o conductas, 

basadas en el género, que causen muerte, 

daño o sufrimiento físico, sexual o psicoló-

gico a todas las personas; y  

• Capacitación, cuyo objetivo es el de 

contribuir a la difusión, sensibilización y 

socialización de las temáticas de igualdad 

y no discriminación y de inclusión de la 

perspectiva de género, entre todos los 

integrantes del Poder Judicial con el fin de 

garantizar el acceso efectivo a la justicia.  

2.5. Costa Rica 

La Constitución Política de la República de Costa 

Rica establece que la Corte Suprema de Justicia 

de Costa Rica (CSJCR) es el tribunal superior del 

Poder Judicial del cual dependen los tribunales, 

funcionarios y empleados en el ramo judicial (art. 

156). 

De acuerdo con el Segundo Informe estado de 

Justicia (2017), desde 1937 hasta la promulgación 

de la ley N° 7333, el gobierno judicial fue ejercido 

ininterrumpidamente por la CSJCR, lo que coad-

yuvó en la consolidación del Poder Judicial: 

“Desde el punto de vista del autogobierno, la 

Corte es el ente decisor final en materia de 

gestión y políticas y institucionales. Desde 

1937 y hasta la promulgación de la Ley 

Orgánica del Poder Judicial de 1993 (no. 

7333), las decisiones jurisdiccionales, de 

gobierno y administrativas estuvieron centrali-

zadas en ese órgano, lo que constituyó un paso 

fundamental en la consolidación de este 

Poder” (énfasis añadido; Consejo Nacional de 

Rectores; 2017: 103).  

Posteriormente, en el marco de la denominada 

“primera ola reformista del Poder Judicial”, en 

dónde se impulsaron varias propuestas que 

tenían como objetivo desconcentrar los procesos 

de nombramiento y sanción de los funcionarios, 

garantizar la autonomía de los órganos auxiliares 

y, en general, hacer más transparente la toma de 

decisiones de la cúpula judicial; se creó un 

Consejo Superior subordinado a la CSJCR, 

encargado en un principio de labores administra-

tivas, y posteriormente facultado para nombrar 

jueces y la aplicación del régimen disciplinario 

(Consejo Nacional de Rectores, 2017: 104). 

2.5.1. Órgano de Gobierno Judicial. 

El 1 de julio de 1993 fue publicada en la Gaceta 

de Costa Rica la ley N° 7333, por la cual, entre 

otras cosas, se crea el Consejo Superior del Poder 

Judicial (CSPJ) como un órgano subordinado a la 

CSJCR. 

De acuerdo con la Ley Orgánica del Poder 

Judicial (LOPJ), al CSPJ le corresponde ejercer la 

administración y disciplina del Poder Judicial, 

con el propósito de asegurar la independencia, 

eficiencia, corrección y decoro de los tribunales y 

de garantizar los beneficios de la carrera judicial 

(art. 67). 

El CSPJ está integrado por 5 miembros, de los 

cuales cuatro son funcionarios del Poder Judicial, 

más un abogado externo (art. 69). El presidente 

de la CSJCR encabeza el consejo. Los restantes 
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miembros son nombrados libremente por la corte 

por periodos de seis años, y no podrán ser 

reelectos, salvo que así́ lo acuerden las tres 

cuartas partes del total de magistrados (art. 70).  

Para ser elegibles, los miembros del Poder 

Judicial deben haber laborado para este durante 

cuando menos cinco años; mientras que el aboga-

do externo debe tener experiencia profesional 

como litigante por lo menos de 10 años.  

Respecto a la elección de los 3 miembros del 

Poder Judicial, dos se escogen entre los funciona-

rios que administran justicia y los demás aboga-

dos al servicio del Poder Judicial; y el otro, se 

elige entre los restantes servidores judiciales, de 

una lista de cinco candidatos formada por las 

propuestas de las organizaciones de empleados 

de este (art. 71). 

Las facultades del CSPJ están reguladas 

ampliamente en el capítulo II del Título III de la 

LOPJ. Fix Zamudio y Fix Fierro (1996) las resumen 

y clasifican en atribuciones 1) de política judicial, 

2) de nombramiento y administración y, 3) sobre 

la carrera judicial y de carácter disciplinario; en 

los siguientes términos: 

1. De política judicial: ejecutar la política 

administrativa dentro de los lineamientos 

establecidos por la CSJCR; dirigir, planificar, 

organizar y coordinar las actividades 

administrativas y proponer a la CSJCR los 

reglamentos correspondientes; regular la 

distribución de asuntos judiciales entre los 

despachos de igual competencia territorial 

para obtener la equiparación del trabajo; y 

conocer y aprobar el anteproyecto del presu-

puesto. 

2. De nombramiento y administración: desig-

nar funcionarios interinos o suplentes que 

administran justicia, cuando se compruebe 

que los despachos no se encuentran al día, 

así́ como interinos para suplir cualquier 

vacante; aprobar o desaprobar la designa-

ción de personal subalterno que haga cada 

jefe administrativo en su respectivo despa-

cho, departamento u oficina judicial; y 

trasladar, suspender, conceder licencias, 

remover y rehabilitar a los demás servidores 

judiciales. 

3. Sobre la carrera judicial y de carácter disci-

plinario: designar, con excepción de los que 

corresponden a la CSJCR, a los funcionarios 

que administran justicia, así́ como trasla-

darlos, suspenderlos y concederles licencias; 

ejercer la potestad disciplinaria sobre los 

servidores judiciales, de conformidad con la 

ley y sin perjuicio de las facultades conferí-

das a la CSJCR Plena, al presidente de la CSJCR 

y al Tribunal de la Inspección Judicial. 

2.5.2. Formación Judicial. 

El 13 de octubre de 1964, el Alcalde Segundo 

Civil de San José, licenciado Édgar Cervantes 

Villalta, solicitó permiso para impartir por 

primera vez un curso de capacitación judicial 

dirigido a los auxiliares judiciales y personal de 

apoyo del despacho. 

Posteriormente, el permiso fue concedido y 

se iniciaron los procesos de capacitación. Debido 

al éxito obtenido, el 18 de octubre de 1971 la CSJCR 

decidió extender la capacitación al resto de los 

despachos, para lo cual dicta un acuerdo donde 

establece formalmente la Escuela de Capacita-

ción Judicial (Escuela Judicial, s/f) 

Subsecuentemente, el 6 de agosto de 1981 se 

expidió la Ley No. 6593 por la cual se creó la 

Escuela Judicial, como órgano perteneciente al 

Poder Judicial, la cual tiene como encargo la 

formación y capacitación de los servidores públi-

cos de ese poder. 

De acuerdo con la Ley No. 6593, la Escuela 

Judicial es dirigida por un consejo directivo 

nombrado por la CSJCR (art. 4), formado por 7 

miembros (art. 5): 

• Un magistrado quien la presidirá; 

• El director de la escuela; 

• Dos jueces; y 
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• Los jefes, o en su caso los subjefes de la 

defensa pública, del ministerio público y 

del organismo de investigación judicial. 

La Escuela Judicial impartirá cursos de forma-

ción o ingreso y de perfeccionamiento. El primer 

curso tendrá como finalidad que los alumnos 

ingresen al Poder Judicial, por lo que para 

recibirlo deben firmar un convenio con la corte 

obligándose a servirle al menos 5 años (art. 16), 

una vez que hayan egresado u obtenido el título 

de licenciado en derecho (art. 21), así mismo ten-

drán derecho a recibir una remuneración econó-

mica (art. 23). 

El segundo curso tiene como finalidad el 

perfeccionamiento de los servidores públicos en 

activo para el desempeño de sus cargos (art. 33). 

El contenido y duración de los cursos impar-

tidos por la Escuela Judicial lo determina el 

Consejo Directivo (art. 30), siendo únicamente 

obligatorio impartir a todos los alumnos un curso 

básico sobre el funcionamiento del Poder Judicial 

y su relación con otras oficinas públicas (art. 29). 

2.5.3. Carrera Judicial 

El 10 de enero de 1973 fue publicada en la Gaceta 

de Costa Rica la Ley No. 5155, por la cual se 

expide el Estatuto de Servicio Judicial. Este 

ordenamiento estableció requisitos (art. 18) y 

concursos de oposición y de antecedentes (art. 

24) para ingresar a la judicatura. No obstante, 

debido principalmente a la discrecionalidad de la 

CSJCR para realizar los nombramientos, estos 

respondían a otras razones (Feoli, M., 2017: 135). 

Posteriormente, el 5 de mayo de 1993 se 

publicó la Ley No. 7338, que reforma el Estatuto 

de Servicio Judicial introduciendo la carrera 

judicial, con la finalidad de regular el ingreso, los 

traslados y los asensos de los funcionarios que 

administren justicia, con excepción de los magis-

trados de la CSJCR, desde los cargos de menor 

rango hasta los de más alta jerarquía dentro del 

Poder Judicial (art. 66). 

De acuerdo con la Ley No. 7338, los servido-

res públicos que pertenecen a la carrera judicial 

tienen los siguientes derechos e incentivos (art. 

68): 

• Estabilidad en el puesto, sin perjuicio del 

régimen disciplinario; 

• Ascenso en el escalafón judicial, en su caso, 

de acuerdo con el resultado de los respec-

tivos concursos; 

• Traslado a otros puestos de la misma cate-

goría o inferior, a solicitud del funcionario 

interesado, si así́ lo determina la CSJCR o el 

CSPJ; y 

• Capacitación periódica. 

Ingreso. De acuerdo con el Estatuto de Servicio 

Judicial, existe un sistema de carrera judicial 

abierto, esto es, que pueden acceder a la carrera 

judicial todos los abogados del país, que reúnan 

los requisitos exigidos para el puesto de su 

interés y que hayan aprobado el concurso respec-

tivo (art. 67).  

En los concursos se evaluará la experiencia, 

antigüedad, rendimiento, capacidad demostrada 

y calidad del servicio de los aspirantes en los 

puestos que hayan desempeñado, dentro y fuera 

del Poder Judicial; así como los cursos realizados 

que tengan relación con puesto y de especializa-

ción, el tiempo de ejercicio en la enseñanza 

universitaria y las obras de investigación o de 

divulgación que hubieran publicado (art. 74). 

Evaluación de desempeño. El Estatuto de Servicio 

Judicial establece un sistema de evaluación anual 

de desempeño para las personas que ocupan un 

cargo subordinado al interior de una oficina 

judicial. Así, se establece que el jefe de cada ofici-

na realizará una evaluación anual de sus sub-

alternos, usando formularios especiales remiti-

dos por el jefe del departamento de personal (art. 

10). Los jueces y magistrados no están sujetos a 

ningún sistema de evaluación de desempeño.  

Permanencia y separación. La regulación nacional 

no establece criterios de permanencia o separa-
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ción específicos para las personas que pertenecen 

a la carrera judicial. No obstante, la Ley Orgánica 

del Poder Judicial establece que podrán ser 

destituidos los servidores públicos judiciales en 

los casos de (art. 28): 

• Estar inhabilitados para el desempeño de 

cargos públicos; 

• Incurrir en incorrecciones o fallas en el 

ejercicio de su cargo o en su vida privada; 

• Perder alguna de las condiciones esenciales 

para el ejercicio de su cargo; 

• Ser incompetentes para el desempeño de su 

cargo; e 

• Ingerir bebidas alcohólicas de forma excesi-

va; consumir drogas no autorizadas o tener 

trastornos graves de conducta, de forma tal 

que puedan afectar el servicio. 

2.5.4. Equidad de género 

En el año 2000 se realizó en Costa Rica el Primer 

Encuentro de Magistradas de América Latina y el 

Caribe “Por una Justicia de Género”, en el cual se 

acordó: “Promover la incorporación e institucio-

nalización de la perspectiva de género en la 

administración de justicia”. 

Derivado de dicho acuerdo, el 2 de abril de 

2001, la CSJCR creó la Comisión de Género de la 

Corte Suprema de Justicia, con el fin de diseñar 

una política integral que homogenice la perspec-

tiva de género en el Poder Judicial y articule los 

servicios existentes para la atención de violacio-

nes a derechos derivados de la condición de 

género (Secretaría Técnica de Género, 2005: 5). 

El objetivo primordial de la Comisión es 

emitir los lineamientos necesarios para la incor-

poración de la perspectiva y el análisis de género 

en el quehacer del Poder Judicial y es el ente 

rector de la Política de Igualdad de Género 

(Comisión de Género, s/f).  

Subsecuentemente, el 7 de noviembre de 

2005, en sesión N° 34-05 la CSJCR Plena aprobó la 

Política de Igualdad de Género, la cual estableció 

como meta garantizar la igualdad de oportuni-

dades y la no discriminación de género en todas 

las esferas del Poder Judicial (para un análisis 

crítico del documento; véase Bermúdez A., 2019. 

De manera general, la Política establece que 

la Comisión de Género mediante la Secretaría 

Técnica de Género y los Comités de Género que 

se conformen en los distintos circuitos judiciales, 

son los responsables de su implementación, 

seguimiento y evaluación. Asimismo, establece 

como áreas estratégicas para su ejecución (Secre-

taría Técnica de Genero, 2005: 12-13): 

• La capacitación y sensibilización de mane-

ra continua y sistemáticamente a todos los 

servidores públicos del Poder Judicial; 

• La información y divulgación a través de 

los medios internos y locales con que se 

cuenten; 

• La coordinación tanto en el ámbito interno 

como externo del Poder Judicial; 

• La asistencia técnica a la Comisión de 

Género, a todos los departamentos del 

Poder Judicial a nivel nacional, a los 

Comités de Género y a los y las servidoras 

que lo soliciten; 

• La investigación con el fin de generar 

conocimiento; y 

• El seguimiento y evaluación como meca-

nismos de mejora y de verificación de 

logros de la política, y de identificación de 

obstáculos que impiden su implementa-

ción. 
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COMENTARIOS FINALES

El gobierno y carrera judicial representan un eje 

fundamental en el proyecto de reformas del 

Poder Judicial de la Federación, que busca 

garantizar la ética, profesionalismo, independen-

cia e imparcialidad de la función judicial. 

Como se mostró en este reporte, no existe 

una regulación homogénea del gobierno y 

carrera judicial. Los países seleccionados para 

este reporte muestran diversos avances en los 

aspectos analizados y diversas formas de regu-

larlos.  

Así, encontramos que de los países 

seleccionados solamente México tiene un órgano 

de gobierno judicial con independencia técnica y 

de gestión, respecto a su máximo tribunal; 

mientras que Costa Rica y Chile establecen 

órganos auxiliares para que sus cortes supremas 

ejerzan sus facultades en materia de gobierno 

judicial, y en Uruguay las ejerce directamente su 

corte suprema. 

Respecto a la formación judicial, se destaca 

que la plenitud de los países seleccionados 

cuenta con escuelas judiciales, así como diversos 

cursos formativos para los integrantes y 

aspirantes a formar parte del órgano judicial.  

Asimismo, se resalta como buena práctica la 

estrecha vinculación de la Escuela Judicial y el 

Poder Judicial, ambos de Costa Rica, al establecer 

un mecanismo de ingreso a la función jurisdic-

cional desde la propia academia; ya que ello 

coadyuva a que los servidores públicos que 

devengan de ese proceso tengan los conocimien-

tos y habilidades necesarios desde su ingreso 

para cumplir con sus funciones. A diferencia de 

los funcionarios judiciales que aprenden empíri-

camente mientras ocupan su cargo público. 

En atención a la carrera judicial, existe una 

heterogeneidad respecto a los cargos que la 

integran, y los mecanismos de ingreso, evalua-

ción de desempeño, permanencia y separación.  

Como buena práctica, se recoge la existencia 

de evaluaciones de desempeño ligadas a la 

permanencia y separación de la carrera judicial 

en Chile. Así, el servidor público que figure en 

lista deficiente o, por segundo año consecutivo, 

en lista condicional, queda removido de su cargo 

por ministerio de la ley. Lo anterior, promueve la 

constante capacitación de los servidores públicos 

y la separación de aquellos que se han evaluado 

incapaces para desempeñar su cargo. 

Finalmente, es necesario mencionar que en 

los países la equidad de género en el poder 

judicial se ha regulado de manera interna en un 

ejercicio de autogobierno. Sin embargo, se consi-

dera importante que las constituciones y leyes 

orgánicas establezcan bases y regulaciones míni-

mas, con la finalidad de fortalecer la creación, 

promoción y continuidad de las políticas públi-

cas en la materia. 

 



> temas estratégicos 83                                                                                                              noviembre 2020 

> página 27                                                                                                                              DIRECCIÓN GENERAL DE INVESTIGACIÓN ESTRATÉGICA 

Anexo 1 

Cuadro. Aspectos de la iniciativa de reforma constitucional al Poder Judicial de la Federación presentada por el Ejecutivo 

Federal 

Aspectos Redacción actual Propuesta de reforma 

1. Tribunales 

Colegiados de 

Apelación en 

sustitución de los 

Tribunales Unitarios 

de Circuito.  

 

2. Plenos Regionales 

en sustitución de los 

Plenos de Circuito 

Art. 94. Se deposita el ejercicio del Poder Judicial de la 

Federación en una Suprema Corte de Justicia, en un Tribunal 

Electoral, en Tribunales Colegiados y Unitarios de Circuito y en 

Juzgados de Distrito. 

  

Art. 94. Se deposita el ejercicio del Poder Judicial de la 

Federación en una Suprema Corte de Justicia, en un Tribunal 

Electoral, en Plenos Regionales, en Tribunales Colegiados de 

Circuito, en Tribunales Colegiados de Apelación y en Juzgados de 

Distrito. 

Art. 94, párr. sexto. El Consejo de la Judicatura Federal 

determinará el número, división en circuitos, competencia 

territorial y especialización por materias, entre las que se 

incluirá la de radiodifusión, telecomunicaciones y 

competencia económica, de los Tribunales Colegiados y 

Unitarios de Circuito y de los Juzgados de Distrito. 

Art. 94, párr. sexto. El Consejo de la Judicatura Federal 

determinará el número, división en circuitos, competencia 

territorial y especialización por materias, entre las que se incluirá 

la de radiodifusión, telecomunicaciones y competencia 

económica, de los Tribunales Colegiados de Circuito, de los 

Tribunales Colegiados de Apelación y de los Juzgados de Distrito.   

3. Fortalecimiento de 

la autorregulación de 

los órganos del 

Poder Judicial de la 

Federación 

Art. 94, párr. quinto. La competencia de la Suprema Corte, su 

funcionamiento en Pleno y Salas, la competencia de los 

Tribunales de Circuito, de los Juzgados de Distrito y del 

Tribunal Electoral, así como las responsabilidades en que 

incurran los servidores públicos del Poder Judicial de la 

Federación, se regirán por lo que dispongan las leyes, de 

conformidad con las bases que esta Constitución establece.  

Art. 94, párr. quinto. La competencia de la Suprema Corte, su 

funcionamiento en Pleno y Salas, la competencia de los Plenos 

Regionales, de los Tribunales de Circuito, de los Tribunales 

Colegiados de Apelación, de los Juzgados de Distrito y del 

Tribunal Electoral, así como las responsabilidades en que 

incurran las y los servidores públicos del Poder Judicial de la 

Federación, se regirán por lo que dispongan las leyes y los 

acuerdos generales correspondientes, de conformidad con las 

bases que esta Constitución establece. 

4. Política 

jurisdiccional 

Art. 94, párr. noveno. El Pleno de la Suprema Corte de Justicia 

estará facultado para expedir acuerdos generales, a fin de 

lograr una adecuada distribución entre las Salas de los 

asuntos que competa conocer a la Corte, así como remitir a 

los Tribunales Colegiados de Circuito, para mayor prontitud en 

el despacho de los asuntos, aquéllos en los que hubiera 

establecido jurisprudencia o los que, conforme a los referidos 

acuerdos, la propia Corte determine para una mejor 

impartición de justicia. Dichos acuerdos surtirán efectos 

después de publicados. 

Art. 94, párr. noveno. El Pleno de la Suprema Corte de Justicia 

estará facultado para expedir acuerdos generales, a fin de lograr 

una adecuada distribución entre las Salas de los asuntos que 

competa conocer a la Corte, así como remitir asuntos a los Plenos 

Regionales y a los Tribunales Colegiados de Circuito, para mayor 

prontitud en el despacho de los mismos. Dichos acuerdos surtirán 

efectos después de publicados. 
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5. Jurisprudencia por 

precedentes para la 

SCJN 

Art. 94, párr. onceavo. La ley fijará los términos en que sea 

obligatoria la jurisprudencia que establezcan los Tribunales 

del Poder Judicial de la Federación y los Plenos de Circuito 

sobre la interpretación de la Constitución y normas generales, 

así como los requisitos para su interrupción y sustitución. 

Art. 94, párr. onceavo. La ley fijará los términos en que sea 

obligatoria la jurisprudencia que establezcan los Tribunales del 

Poder Judicial de la Federación sobre la interpretación de la 

Constitución y normas generales, así como los requisitos para su 

interrupción. 

Sin correlativo. Art. 94, párr. doceavo. Las razones que justifiquen las decisiones 

contenidas en las sentencias dictadas por el Pleno de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación por mayoría de ocho 

votos, y por las Salas, por mayoría de cuatro votos, serán 

obligatorias para todas 

las autoridades jurisdiccionales de la Federación y de las 

entidades federativas. 

6. Inamovilidad de 

juzgadores 

Art. 97. Los Magistrados de Circuito y los Jueces de Distrito 

serán nombrados y adscritos por el Consejo de la Judicatura 

Federal, con base en criterios objetivos y de acuerdo a los 

requisitos y procedimientos que establezca la ley. Durarán 

seis años en el ejercicio de su encargo, al término de los 

cuales, si fueran ratificados o promovidos a cargos 

superiores, sólo podrán ser privados de sus puestos en los 

casos y conforme a los procedimientos que establezca la ley. 

Art. 97. Las y los Magistrados de Circuito, así como las y los 

Jueces de Distrito serán nombrados y adscritos por el Consejo de 

la Judicatura Federal, con base en criterios objetivos y de acuerdo 

a los requisitos y procedimientos que establezcan las 

disposiciones aplicables. Durarán seis años en el ejercicio de su 

encargo, al término de los cuales, si fueran ratificados, sólo 

podrán ser privados de sus puestos en los casos y conforme a los 

procedimientos que establezca la ley. 

7. Sujeción a la Ley 

de Carrera Judicial 

del PJF para todo el 

personal 

jurisdiccional 

Sin correlativo. Art. 97, párr. segundo. El ingreso, formación y permanencia de 

las y los Magistrados de Circuito, las y los Jueces de Distrito, y 

demás personal de carrera judicial del Poder Judicial de la 

Federación, se sujetarán a la regulación establecida en las 

disposiciones aplicables. 

Art. 97, párr. tercero. La Suprema Corte de Justicia nombrará 

y removerá a su secretario y demás funcionarios y empleados. 

Los Magistrados y jueces nombrarán y removerán a los 

respectivos funcionarios y empleados de los Tribunales de 

Circuito y de los Juzgados de Distrito, conforme a lo que 

establezca la ley respecto de la carrera judicial. 

Art. 97, párr. tercero. La Suprema Corte de Justicia nombrará y 

removerá a sus secretarios, secretarias y demás funcionarios y 

empleados. El nombramiento y remoción de las y los 

funcionarios y empleados de los Tribunales de Circuito y de los 

Juzgados de Distrito, se realizará conforme a lo que establezcan 

las disposiciones aplicables. 
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Art. 99, último párr. El personal del Tribunal regirá sus 

relaciones de trabajo conforme a las disposiciones aplicables 

al Poder Judicial de la Federación y a las reglas especiales y 

excepciones que señale la ley. 

Art. 99, último párr. El personal del Tribunal regirá sus relaciones 

de trabajo conforme a las disposiciones aplicables al Poder 

Judicial de la Federación y a las reglas especiales y excepciones 

que señale la ley. El ingreso, formación, permanencia y demás 

aspectos inherentes a las y los servidores públicos que 

pertenezcan al servicio de carrera judicial se sujetarán a la 

regulación establecida en las disposiciones jurídicas aplicables. 

8. Criterios 

contradictorios entre 

las salas del TEPJF 

Art. 99, párr. séptimo. Cuando una sala del Tribunal Electoral 

sustente una tesis sobre la inconstitucionalidad de algún acto 

o resolución o sobre la interpretación de un precepto de esta 

Constitución, y dicha tesis pueda ser contradictoria con una 

sostenida por las salas o el Pleno de la Suprema Corte de 

Justicia, cualquiera de los Ministros, las salas o las partes, 

podrán denunciar la contradicción en los términos que señale 

la ley, para que el pleno de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación decida en definitiva cuál tesis debe prevalecer. Las 

resoluciones que se dicten en este supuesto no afectarán los 

asuntos ya resueltos. 

Art. 99, párr. séptimo. Cuando una sala del Tribunal Electoral 

sustente un criterio sobre la inconstitucionalidad de algún acto o 

resolución o sobre la interpretación de un precepto de esta 

Constitución, y dicho criterio pueda ser contradictorio con uno 

sostenido por las salas o el Pleno de la Suprema Corte de Justicia, 

cualquiera de las Ministras y Ministros, las salas o las partes, 

podrán denunciar la contradicción en los términos que señale la 

ley, para que el pleno de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación decida en definitiva cuál criterio debe prevalecer. Las 

resoluciones que se dicten en este supuesto no afectarán los 

asuntos ya resueltos. 

9. Paridad de 

género. 

 

10. Escuela Federal 

de Formación 

Judicial 

Art. 100, párr. séptimo. La ley establecerá las bases para la 

formación y actualización de funcionarios, así como para el 

desarrollo de la carrera judicial, la cual se regirá por los 

principios de excelencia, objetividad, imparcialidad, 

profesionalismo e independencia. 

Art. 100, párr. séptimo. La ley establecerá las bases para la 

formación y actualización de funcionarios y funcionarias, así como 

para el desarrollo de la carrera judicial, la cual se regirá por los 

principios de excelencia, objetividad, imparcialidad, 

profesionalismo, independencia y paridad de género. El Consejo 

de la Judicatura Federal contará con una Escuela Federal de 

Formación Judicial encargada de implementar los procesos de 

formación, capacitación y actualización del personal 

jurisdiccional y administrativo del Poder Judicial de la Federación 

y sus órganos auxiliares, así como de llevar a cabo los concursos 

de oposición para acceder a las distintas categorías de la carrera 

judicial en términos de las disposiciones aplicables. 

11. Defensoría 

Pública Federal 

Sin correlativo. Art. 100, párr. octavo. El servicio de defensoría pública en 

asuntos del fuero federal será proporcionado por el Consejo de la 

Judicatura Federal a través del Instituto Federal de Defensoría 

Pública, en los términos que establezcan las disposiciones 

aplicables. La Escuela Federal de Formación Judicial será la 

encargada de capacitar a las y los defensores públicos, así como 

de llevar a cabo los concursos de oposición. 
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12. Irrevocabilidad 

de los acuerdos del 

CJF 

Art. 100, párr. octavo. De conformidad con lo que establezca 

la ley, el Consejo estará facultado para expedir acuerdos 

generales para el adecuado ejercicio de sus funciones. La 

Suprema Corte de Justicia podrá solicitar al Consejo la 

expedición de aquellos acuerdos generales que considere 

necesarios para asegurar un adecuado ejercicio de la función 

jurisdiccional federal. El Pleno de la Corte también podrá 

revisar y, en su caso, revocar los que el Consejo apruebe, por 

mayoría de cuando menos ocho votos. La ley establecerá los 

términos y procedimientos para el ejercicio de estas 

atribuciones. 

Art. 100, párr. noveno. De conformidad con lo que establezca la 

ley, el Consejo estará facultado para expedir acuerdos generales 

para el adecuado ejercicio de sus funciones. La Suprema Corte de 

Justicia podrá solicitar al Consejo la expedición de aquellos 

acuerdos generales que considere necesarios para asegurar un 

adecuado ejercicio de la función jurisdiccional federal. La ley 

establecerá los términos y procedimientos para el ejercicio de 

estas atribuciones. 

13. Régimen 

recursivo 

Art. 100, párr. noveno. Las decisiones del Consejo serán 

definitivas e inatacables y, por lo tanto, no procede juicio ni 

recurso alguno, en contra de las mismas, salvo las que se 

refieran a la designación, adscripción, ratificación y remoción 

de magistrados y jueces, las cuales podrán ser revisadas por 

la Suprema Corte de Justicia, únicamente para verificar que 

hayan sido adoptadas conforme a las reglas que establezca la 

ley orgánica respectiva. 

Art. 100, párr. decimo. Las decisiones del Consejo serán 

definitivas e inatacables y, por lo tanto, no procede juicio ni 

recurso alguno, en contra de las mismas, salvo las que se refieran 

a la adscripción, ratificación y remoción de magistradas, 

magistrados, juezas y jueces, las cuales podrán ser revisadas por 

la Suprema Corte de Justicia, únicamente para verificar que 

hayan sido adoptadas conforme a las reglas que establezca la ley 

orgánica respectiva. 

Sin correlativo. Art. 100, párr. onceavo. En contra de la designación de 

magistradas, magistrados, juezas y jueces no 

procede recurso alguno, pero los resultados de los concursos de 

oposición podrán ser impugnados ante el Pleno del Consejo de la 

Judicatura Federal. 

14. Designación de 

órganos 

jurisdiccionales para 

resolver casos 

vinculados a 

violaciones graves de 

derechos humanos 

Sin correlativo.  Art. 100, párr. doceavo. El Consejo de la Judicatura Federal podrá 

designar uno o más órganos jurisdiccionales para que conozcan 

de los asuntos vinculados con hechos que constituyan 

violaciones graves de derechos humanos o que tengan un 

impacto social de especial relevancia, lo que constituirá una 

excepción a las reglas de turno y competencia. 

15. Eliminación del 

amparo soberanía 

Art. 103. Los Tribunales de la Federación resolverán toda 

controversia que se suscite 

I. Por normas generales, actos u omisiones de la autoridad 

que violen los derechos humanos reconocidos y las garantías 

otorgadas para su protección por esta Constitución, así como 

Art. 103. Los Tribunales de la Federación resolverán toda 

controversia que se suscite por normas generales, actos u 

omisiones de la autoridad que violen los derechos humanos 

reconocidos y las garantías otorgadas para su protección por esta 

Constitución, así como por los tratados internacionales de los que 

el Estado Mexicano sea parte. 
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por los tratados internacionales de los que el Estado 

Mexicano sea parte; 

II. Por normas generales o actos de la autoridad federal que 

vulneren o restrinjan la soberanía de los Estados o la 

autonomía de la Ciudad de México, y 

III. Por normas generales o actos de las autoridades de las 

entidades federativas que invadan la esfera de competencia 

de la autoridad federal. 

16. Materia de las 

controversias 

constitucionales.  

 

17. Legitimación de 

órganos autónomos 

para promover 

controversias 

constitucionales 

Artículo 105. … 

I. De las controversias constitucionales que, con excepción de 

las que se refieran a la materia electoral, se susciten entre: 

a) a g) ... 

h) Dos Poderes de una misma entidad federativa, sobre la 

constitucionalidad de sus actos o disposiciones 

generales; 

i) Un Estado y uno de sus municipios, sobre la 

constitucionalidad de sus actos o disposiciones 

generales; 

j) Una entidad federativa y un Municipio de otra o una 

demarcación territorial de la Ciudad de México, sobre la 

constitucionalidad de sus actos o disposiciones 

generales, y  

k) Se deroga. 

l) Dos órganos constitucionales autónomos, y entre uno de 

éstos y el Poder Ejecutivo de la Unión o el Congreso de la 

Unión sobre la constitucionalidad de sus actos o 

disposiciones generales. Lo dispuesto en el presente 

inciso será aplicable al organismo garante que establece 

el artículo 6o. de esta Constitución. 

Siempre que las controversias versen sobre disposiciones 

generales de las entidades federativas, de los Municipios o de 

las demarcaciones territoriales de la Ciudad de México 

impugnadas por la Federación; de los Municipios o de las 

demarcaciones territoriales de la Ciudad de México 

impugnadas por las entidades federativas, o en los casos a 

que se refieren los incisos c) y h) anteriores, y la resolución de 

la Suprema Corte de Justicia de la Nación las declare 

inválidas, dicha resolución tendrá efectos generales cuando 

Art. 105. … 

l. De las controversias constitucionales que, sobre la 

constitucionalidad de las normas generales, actos u omisiones, 

con excepción de las que se refieran a la materia electoral, se 

susciten entre: 

a) a g) ... 

h) Dos Poderes de una misma entidad federativa; 

i) Un Estado y uno de sus municipios; 

j) Una entidad federativa y un Municipio de otra o una 

demarcación territorial de la Ciudad de México; 

k) Dos órganos constitucionales autónomos de una entidad 

federativa, y entre. uno de estos y el Poder Ejecutivo o el 

Poder Legislativo de esa entidad federativa, y 

l) Dos órganos constitucionales autónomos federales, y entre 

uno de éstos y el Poder Ejecutivo de la Unión o el Congreso 

de la Unión. 

Siempre que las controversias versen sobre disposiciones 

generales de las entidades federativas, de los Municipios o de las 

demarcaciones territoriales de la Ciudad de México impugnadas 

por la Federación; de los Municipios o de las demarcaciones 

territoriales de la Ciudad de México impugnadas por las entidades 

federativas, o en los casos a que se refieren los incisos c), h), k) y 

l) anteriores, y la resolución de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación las declare inválidas, dicha resolución tendrá efectos 

generales cuando hubiere sido aprobada por una mayoría de por 

lo menos ocho votos.  

… 

En las controversias previstas en esta fracción únicamente 

podrán hacerse valer violaciones directas a esta Constitución, así 
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hubiere sido aprobada por una mayoría de por lo menos ocho 

votos. 

… 

II. … 

III. De oficio o a petición fundada del correspondiente Tribunal 

Unitario de Circuito o del Ejecutivo Federal, por conducto del 

Consejero Jurídico del Gobierno, así como del Fiscal General 

de la República en los asuntos en que intervenga el Ministerio 

Público, podrá conocer de los recursos de apelación en contra 

de sentencias de Jueces de Distrito dictadas en aquellos 

procesos en que la Federación sea parte y que por su interés 

y trascendencia así lo ameriten. 

como a los derechos humanos reconocidos en los tratados 

internacionales en que el Estado Mexicano sea parte. 

II. … 

III. De oficio o a petición fundada del correspondiente Tribunal 

Colegiado de Apelación o del Ejecutivo Federal, por conducto de 

la Consejera o Consejero Jurídico del Gobierno, así como de la o 

el Fiscal General de la República en los asuntos en que 

intervenga el Ministerio Público, podrá conocer de los recursos de 

apelación en contra de sentencias de los Juzgados de Distrito 

dictadas en aquellos procesos en que la Federación sea parte y 

que por su 

interés y trascendencia así lo ameriten. 

18. Declaratoria 

general de 

inconstitucionalidad 

Art. 107. …  

I. … 

II. … 

Cuando en los juicios de amparo indirecto en revisión se 

resuelva la inconstitucionalidad de una norma general por 

segunda ocasión consecutiva, la Suprema Corte de Justicia 

de la Nación lo informará a la autoridad emisora 

correspondiente. 

Cuando los órganos del Poder Judicial de la Federación 

establezcan jurisprudencia por reiteración en la cual se 

determine la inconstitucionalidad de una norma general, la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación lo notificará a la 

autoridad emisora. Transcurrido el plazo de 90 días naturales 

sin que se supere el problema de inconstitucionalidad, la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación emitirá, siempre que 

fuere aprobada por una mayoría de cuando menos ocho 

votos, la declaratoria general de inconstitucionalidad, en la 

cual se fijarán sus alcances y condiciones en los términos de 

la ley reglamentaria. 

… 

III. a VII. …. 

VIII. Contra las sentencias que pronuncien en amparo los 

Jueces de Distrito o los Tribunales Unitarios de Circuito 

procede revisión. De ella conocerá la Suprema Corte de 

Justicia: 

Art. 107. ... 

l. … 

II. … 

Cuando en los juicios de amparo indirecto en revisión se resuelva 

la inconstitucionalidad de una norma general, la Suprema Corte 

de Justicia de la Nación lo informará a la autoridad emisora 

correspondiente. 

Cuando los tribunales colegiados de circuito establezcan 

jurisprudencia por reiteración, o la Suprema Corte de Justicia de 

la Nación por precedentes, en la cual se determine la 

inconstitucionalidad de una norma general, su Presidente lo 

notificará a la autoridad emisora. Transcurrido el plazo de 90 días 

naturales sin que se supere el problema de inconstitucionalidad, 

la Suprema Corte de Justicia de la Nación emitirá, siempre que 

fuere aprobada por una 

mayoría de cuando menos ocho votos, la declaratoria general de 

inconstitucionalidad, en la cual se fijarán sus alcances y 

condiciones en los términos de la ley reglamentaria. 

… 

III. a VII. …. 

VIII. Contra las sentencias que pronuncien en amparo las y los 

Jueces de Distrito o los Tribunales Colegiados de Apelación 

procede revisión. De ella conocerá la Suprema Corte de Justicia 

cuando habiéndose impugnado en la demanda de amparo 

normas generales por estimarlas directamente violatorias de esta 
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a) Cuando habiéndose impugnado en la demanda de 

amparo normas generales por estimarlas directamente 

violatorias de esta Constitución, subsista en el recurso el 

problema de constitucionalidad. 

b) Cuando se trate de los casos comprendidos en las 

fracciones II y III del artículo 103 de esta Constitución. 

Constitución, subsista en el recurso el problema de 

constitucionalidad. 

19. Recurso de 

revisión en amparo 

directo 

Art. 107. …  

I. a VIII. … 

IX. En materia de amparo directo procede el recurso de 

revisión en contra de las sentencias que resuelvan sobre la 

constitucionalidad de normas generales, establezcan la 

interpretación directa de un precepto de esta Constitución u 

omitan decidir sobre tales cuestiones cuando hubieren sido 

planteadas, siempre que fijen un criterio de importancia y 

trascendencia, según lo disponga la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación, en cumplimiento de los acuerdos 

generales del Pleno. La materia del recurso se limitará a la 

decisión de las cuestiones propiamente constitucionales, sin 

poder comprender otras; 

X. … 

XI. La demanda de amparo directo se presentará ante la 

autoridad responsable, la cual decidirá sobre la suspensión. 

En los demás casos la demanda se presentará ante los 

Juzgados de Distrito o los Tribunales Unitarios de Circuito los 

cuales resolverán sobre la suspensión, o ante los tribunales 

de las entidades federativas en los casos que la ley lo 

autorice; 

XII. La violación de las garantías de los artículos 16, en 

materia penal, 19 y 20 se reclamará ante el superior del 

tribunal que la cometa, o ante el Juez de Distrito o Tribunal 

Unitario de Circuito que corresponda, pudiéndose recurrir, en 

uno y otro caso, las resoluciones que se pronuncien, en 

los términos prescritos por la fracción VIII. 

Si el Juez de Distrito o el Tribunal Unitario de Circuito no 

residieren en el mismo lugar en que reside la autoridad 

responsable, la ley determinará el juez o tribunal ante el que 

se ha de presentar el escrito de amparo, el que podrá 

Art. 107. …  

I. a VIII. … 

IX. En materia de amparo directo procede el recurso de revisión 

en contra de las sentencias que resuelvan sobre la 

constitucionalidad de normas generales, establezcan la 

interpretación directa de un precepto de esta Constitución u 

omitan decidir sobre tales cuestiones cuando hubieren sido 

planteadas, siempre que a juicio de la Suprema Corte de Justicia 

de la Nación el asunto revista un interés excepcional en materia 

constitucional o de derechos humanos. La materia del recurso se 

limitará a la decisión de las cuestiones propiamente 

constitucionales, sin poder comprender otras. En contra del auto 

que deseche el recurso no procederá medio de impugnación 

alguno. 

X. …  

XI. La demanda de amparo directo se presentará ante la 

autoridad responsable, la cual decidirá sobre la suspensión. En 

los demás casos la demanda se presentará ante los Juzgados de 

Distrito o los Tribunales Colegiados de Apelación los cuales 

resolverán sobre la suspensión, o ante los tribunales de las 

entidades federativas en los casos que la ley lo autorice; 

XII. La violación de las garantías de los artículos 16, en materia 

penal, 19 y 20 se reclamará ante el superior del tribunal que la 

cometa, o ante el Juzgado de Distrito o Tribunal Colegiado de 

Apelación que corresponda, pudiéndose recurrir, en uno y otro 

caso, las resoluciones que se pronuncien, en los términos 

prescritos por la fracción VIII. 

Si el Juzgado de Distrito o el Tribunal Colegiado de Apelación no 

residieren en el mismo lugar en que reside la autoridad 

responsable, la ley determinará el juzgado o tribunal ante el que 

se ha de presentar el escrito de amparo, el que podrá suspender 
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suspender provisionalmente el acto reclamado, en los casos y 

términos que la misma ley establezca; 

provisionalmente el acto reclamado, en los casos y términos que 

la misma ley establezca. 

20. Criterios 

contradictorios entre 

las salas de la SCJN 

Art. 107. … 

I. a XII. … 

XIII. Cuando los Tribunales Colegiados de un mismo Circuito 

sustenten tesis contradictorias en los juicios de amparo de su 

competencia, el Fiscal General de la República, en asuntos en 

materia penal y procesal penal, así como los relacionados con 

el ámbito de sus funciones, los mencionados tribunales y sus 

integrantes, los Jueces de Distrito, las partes en los asuntos 

que los motivaron o el Ejecutivo Federal, por conducto del 

Consejero Jurídico del Gobierno, podrán denunciar la 

contradicción ante el Pleno del Circuito correspondiente, a fin 

de que decida la tesis que debe prevalecer como 

jurisprudencia. 

Cuando los Plenos de Circuito de distintos Circuitos, los 

Plenos de Circuito en materia especializada de un mismo 

Circuito o los Tribunales Colegiados de un mismo Circuito con 

diferente especialización sustenten tesis contradictorias al 

resolver las contradicciones o los asuntos de su competencia, 

según corresponda, los Ministros de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación, los mismos Plenos de Circuito, así como 

los órganos a que se refiere el párrafo anterior, podrán 

denunciar la contradicción ante la Suprema Corte de Justicia, 

con el objeto de que el Pleno o la Sala respectiva, decida la 

tesis que deberá prevalecer. 

Cuando las Salas de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación sustenten tesis contradictorias en los juicios de 

amparo cuyo conocimiento les competa, los ministros, los 

Tribunales Colegiados de Circuito y sus integrantes, los Jueces 

de Distrito, el Fiscal General de la República, en asuntos en 

materia penal y procesal penal, así como los relacionados con 

el ámbito de sus funciones, el Ejecutivo Federal, por conducto 

del Consejero Jurídico del Gobierno, o las partes en los 

asuntos que las motivaron, podrán denunciar la contradicción 

ante el Pleno de la Suprema Corte, conforme a la ley 

reglamentaria, para que éste resuelva la contradicción. 

Art. 107. … 

I. a XII. … 

XIII. Cuando los Tribunales Colegiados de Circuito de un mismo 

Circuito sustenten criterios contradictorios en los juicios de 

amparo de su competencia, el o la Fiscal General de la República, 

en asuntos en materia penal y procesal penal, así como los 

relacionados con el ámbito de sus funciones, los mencionados 

tribunales y sus integrantes, las y los Jueces de Distrito, las partes 

en los asuntos que los motivaron o el Ejecutivo Federal, por 

conducto de la o el 

Consejero Jurídico del Gobierno, podrán denunciar la 

contradicción ante el Pleno Regional correspondiente, a fin de 

que decida el criterio que debe prevalecer como precedente. 

Cuando los Plenos Regionales sustenten criterios contradictorios 

al resolver las contradicciones o los asuntos de su competencia, 

según corresponda, las 

y los Ministros de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, los 

mismos Plenos Regionales, así como los órganos a que se refiere 

el párrafo anterior, podrán denunciar la contradicción ante la 

Suprema Corte de Justicia, con 

objeto de que el Pleno o la Sala respectiva, decida el criterio que 

deberá prevalecer. 

Cuando las Salas de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 

sustenten criterios contradictorios en los juicios de amparo cuyo 

conocimiento les competa, los ministros, los Tribunales 

Colegiados de Circuito y sus integrantes, las y los Jueces de 

Distrito, el o la Fiscal General de la República, 

en asuntos en materia penal y procesal penal, así como los 

relacionados con el ámbito de sus funciones, el Ejecutivo Federal, 

por conducto de la o el Consejero Jurídico del Gobierno, o las 

partes en los asuntos que las motivaron, 

podrán denunciar la contradicción ante el Pleno de la Suprema 

Corte, conforme a la ley reglamentaria, para que éste resuelva la 

contradicción. 

Las resoluciones que pronuncien el Pleno o las Salas de la 

Suprema Corte de Justicia así como los Plenos Regionales 
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Cuadro. Aspectos de la iniciativa de reforma constitucional al Poder Judicial de la Federación presentada por el Ejecutivo 

Federal 

Aspectos Redacción actual Propuesta de reforma 

Las resoluciones que pronuncien el Pleno o las Salas de la 

Suprema Corte de Justicia así como los Plenos de Circuito 

conforme a los párrafos anteriores, sólo tendrán el efecto de 

fijar la jurisprudencia y no afectarán las situaciones jurídicas 

concretas derivadas de las sentencias dictadas en los juicios 

en que hubiese ocurrido la contradicción; 

conforme a los párrafos anteriores, sólo tendrán el efecto de fijar 

la jurisprudencia y no afectarán las situaciones jurídicas 

concretas derivadas de las sentencias dictadas en los juicios en 

que hubiese ocurrido la contradicción; 

21. Cumplimiento de 

la sentencia de 

amparo 

Art. 107. … 

I. a XV. … 

XVI. … 

El cumplimiento sustituto de las sentencias de amparo podrá 

ser solicitado por el quejoso al órgano jurisdiccional, o 

decretado de oficio por la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación, cuando la ejecución de la sentencia afecte a la 

sociedad en mayor proporción a los beneficios que pudiera 

obtener el quejoso, o cuando, por las circunstancias del caso, 

sea imposible o desproporcionadamente gravoso restituir la 

situación que imperaba antes de la violación. El incidente 

tendrá por efecto que la ejecutoria se dé por cumplida 

mediante el pago de daños y perjuicios al quejoso. Las partes 

en el juicio podrán acordar el cumplimiento sustituto 

mediante convenio sancionado ante el propio órgano 

jurisdiccional. 

Art. 107. … 

I. a XV. … 

XVI. … 

El cumplimiento sustituto de las sentencias de amparo podrá ser 

solicitado por el quejoso o decretado de oficio por el órgano 

jurisdiccional que hubiera emitido la sentencia de amparo, 

cuando la ejecución de la sentencia afecte a la sociedad en 

mayor proporción a los beneficios que pudiera obtener el quejoso, 

o cuando, por las circunstancias del caso, sea imposible o 

desproporcionadamente gravoso restituir la situación que 

imperaba antes de la violación. El incidente tendrá por efecto que 

la ejecutoria se dé por cumplida mediante el pago de daños y 

perjuicios al quejoso. Las partes en el juicio podrán acordar el 

cumplimiento sustituto mediante convenio sancionado ante el 

propio órgano jurisdiccional. 

Fuente: Elaboración propia con base en Senado de la República (20/02/2020). 
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